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Registro: 2028860 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 101/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 
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 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

ARCHIVO TEMPORAL DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. EL ARTÍCULO 254 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES QUE LO PREVÉ, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. 

 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se reclamó que el artículo 254 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, en el que se prevé que el Ministerio Público podrá determinar el archivo temporal de la investigación, vulnera el 

principio de presunción de inocencia. Ante el sobreseimiento del juicio, la parte quejosa interpuso recurso de revisión y el 

Tribunal Colegiado del conocimiento revocó el sobreseimiento y remitió el asunto a este Alto Tribunal. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 254 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, que prevé la facultad del Ministerio Público de archivar temporalmente la 

investigación, no vulnera el principio de presunción de inocencia. 

Justificación: El referido artículo 254 no vulnera el principio de presunción de inocencia, en su vertiente de regla de trato 

procesal, ya que no prevé la equiparación entre el imputado y culpable ni supone la anticipación de la pena, sino que 

respeta el derecho de la persona imputada a ser tratada como inocente mientras no se declare su culpabilidad por virtud 

de una sentencia judicial. En efecto, el precepto faculta al Ministerio Público para que pueda archivar temporalmente 

aquellas investigaciones en fase inicial en las que no se encuentren antecedentes, datos suficientes o elementos de los 

que se puedan establecer líneas de investigación que permitan realizar diligencias tendentes a esclarecer los hechos que 

dieron origen a la investigación, sin que al ejercer dicha facultad haga algún pronunciamiento respeto de la 

responsabilidad penal. 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 680/2022. Jhonny Alberto Chablé Prieto. 15 de marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra 

y de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 

Tesis de jurisprudencia 101/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028861 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 103/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

ARCHIVO TEMPORAL DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. EL ARTÍCULO 254 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES QUE LO PREVÉ, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se reclamó que el artículo 254 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, en el que se prevé que el Ministerio Público podrá determinar el archivo temporal de la investigación, vulnera el 

principio de seguridad jurídica. Ante el sobreseimiento del juicio, la parte quejosa interpuso recurso de revisión y el 

Tribunal Colegiado del conocimiento revocó el sobreseimiento y remitió el asunto a este Alto Tribunal. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 254 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, que prevé la facultad del Ministerio Público de archivar temporalmente la 

investigación, no vulnera el principio de seguridad jurídica. 

Justificación: El principio de seguridad jurídica, inmerso en el artículo 16 constitucional, tutela que el gobernado jamás se 

encuentre en una situación de incertidumbre jurídica. Ahora bien, el precepto combatido debe analizarse en forma 

conjunta con la prescripción, la cual conceptualmente constituye la adquisición o pérdida de un derecho o una acción por 

el simple transcurso del tiempo en las condiciones previstas por la ley, y que supone la inactividad del Ministerio Público 

con relación a su función de investigar y perseguir los delitos durante el tiempo que la ley señala como suficiente para su 

extinción. De este modo, la prescripción representa la condición objetiva necesaria para que se ejerza el poder punitivo 

del Estado, obligatoria para éste e irrenunciable para el inculpado, relativa a la investigación de la comisión de hechos 

delictivos y persecución de los autores. Por tanto, al contar con un plazo para el ejercicio de la acción penal, so pena de 

decretar su prescripción ante la inactividad de la autoridad ministerial en los casos que así lo establezca la ley, genera un 

estado de seguridad jurídica para las partes del procedimiento penal. Luego, si bien es cierto que el artículo 254 del Código 

adjetivo faculta a la autoridad ministerial a archivar temporalmente la correspondiente carpeta de investigación, también 

lo es que la figura de la prescripción da certeza jurídica al gobernado. Además, la referida facultad no es arbitraria, pues 

la Representación Social debe de fundar y motivar correctamente su determinación, en virtud de que en términos del 

artículo 21 constitucional, le corresponde decidir cuándo contará con los elementos suficientes para tomar una decisión 

definitiva en torno al ejercicio de la acción penal. 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 680/2022. Jhonny Alberto Chablé Prieto. 15 de marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra 

y de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Tesis de jurisprudencia 103/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028862 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 102/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

ARCHIVO TEMPORAL DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN. EL ARTÍCULO 254 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES QUE LO PREVÉ, NO VULNERA LA PROHIBICIÓN DE ABSOLVER DE LA INSTANCIA. 

 

Hechos: En una demanda de amparo indirecto se reclamó que el artículo 254 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, en el que se prevé que el Ministerio Público podrá determinar el archivo temporal de la investigación, vulnera la 

prohibición de absolver de la instancia. Ante el sobreseimiento del juicio, la parte quejosa interpuso recurso de revisión y 

el Tribunal Colegiado del conocimiento revocó el sobreseimiento y remitió el asunto a este Alto Tribunal. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 254 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, que prevé la facultad del Ministerio Público de archivar temporalmente la 

investigación, no vulnera la prohibición de absolver de la instancia. 

Justificación: El artículo 23 constitucional proscribe la absolución de la instancia, lo cual se entiende como absolver 

temporalmente al reo en una causa criminal por ser insuficientes los elementos probatorios aportados por la parte 

acusadora durante el juicio para acreditar su culpabilidad. Esa decisión deja abierto el proceso y posterga su resolución 

definitiva hasta que se encuentren nuevos y mejores medios de convicción sobre la responsabilidad del enjuiciado. Ahora 

bien, el artículo 254 del Código Nacional de Procedimientos Penales prevé la facultad del Ministerio Público para archivar 

temporalmente la capeta de investigación que se encuentre en la fase inicial cuando no se encuentren antecedentes, 

datos suficientes o elementos de los que se puedan establecer líneas de investigación que permitan realizar diligencias 

tendientes a esclarecer los hechos que dieron origen a la investigación. Por otra parte, de conformidad con el artículo 211, 

fracción I, inciso a), del Código Adjetivo, la investigación inicial comienza con la presentación de la denuncia, querella u 

otro requisito equivalente, y concluye cuando el imputado queda a disposición del Juez de Control para que se le formule 

imputación, esto es, previo al inicio del proceso penal. De ahí que la facultad de archivar temporalmente la carpeta de 

investigación sólo puede ejercerse previo al inicio del proceso penal, por lo que no se puede considerar que la fiscalía está 

absolviendo de la instancia y, por ende, no se vulnera la citada prohibición constitucional. 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 680/2022. Jhonny Alberto Chablé Prieto. 15 de marzo de 2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra 

y de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 

Tesis de jurisprudencia 102/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028863 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a. V/2024 (11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal   

 

AUDIENCIA DE RATIFICACIÓN DE CONSENTIMIENTO PARA INGRESAR A UN DOMICILIO SIN ORDEN JUDICIAL. SU OBJETO 

ES VERIFICAR QUE LA AUTORIZACIÓN DEL HABITANTE FUE OTORGADA DE MANERA LIBRE Y VOLUNTARIA (ARTÍCULO 

290, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES). 

 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de secuestro agravado con base en pruebas obtenidas mediante el 

ingreso de la autoridad al inmueble donde estuvo resguardada la víctima. El ingreso se realizó sin orden de cateo, pues el 

Ministerio Público aseguró que obtuvo el consentimiento del propietario para ingresar al domicilio. La persona 

sentenciada promovió amparo directo por considerar inconstitucional el precepto aludido, que establece que el ingreso a 

un lugar cerrado sin orden judicial estará justificado cuando se realiza con el consentimiento de quien esté facultado para 

otorgarlo. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la audiencia de ratificación 

prevista en el artículo 290, penúltimo párrafo, del Código Nacional de Procedimientos Penales tiene como objeto asegurar 

que el consentimiento del habitante haya sido otorgado de manera libre y voluntaria. 

Justificación: Para corroborar la validez del consentimiento es insuficiente una medida ex ante o una simple manifestación 

de que se autorizó el ingreso al domicilio, por lo que la forma de comprobar estas condiciones tiene que ser a través de 

una garantía ex post, como lo es una audiencia celebrada por un Juez de Control, quien así puede tomar en cuenta todos 

los elementos circunstanciales del caso y tomar una decisión completa sobre la validez del consentimiento y la intromisión 

de la autoridad. La persona juzgadora debe valorar las circunstancias de tiempo y lugar, el uso de la fuerza policial y/o la 

situación de urgencia en que se presentó la intromisión. También asegurarse de que el consentimiento se haya prestado 

de manera voluntaria, sin error o coacción, de manera expresa y por persona mayor de edad; que la persona sea la titular 

del derecho a la inviolabilidad del domicilio y que se haya respetado el objeto para el que fue prestado el consentimiento, 

sin que exista posibilidad de ampliarlo o extenderlo a otros distintos. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de tres votos de las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 

voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez De La Paz. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028864 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 87/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

BIEN JURÍDICO TUTELADO. PARA DETERMINARLO COMO MERECEDOR DE LA PROTECCIÓN POR LAS NORMAS PENALES, 

EL PODER LEGISLATIVO DEBE JUSTIFICAR SU IMPORTANCIA SOCIAL SUFICIENTE Y LA NECESIDAD DE SU PROTECCIÓN 

PENAL. 

 

Hechos: Una persona dedicada a la prestación del servicio público de transporte promovió juicio de amparo indirecto en 

el que reclamó, entre otros artículos, el 250 Ter del Código Penal para el Estado de Baja California por estimarlo 

incompatible con los principios de lesividad e intervención mínima, en relación con el de proporcionalidad en materia 

penal. La persona Juzgadora de Distrito sobreseyó en el juicio; inconforme la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 

El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento levantó el sobreseimiento. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que, para la imposición de un bien 

jurídico como merecedor de protección por las normas penales, es indispensable que los presupuestos relativos a su 

importancia social suficiente y necesidad de protección penal hayan pasado por un ejercicio auténtico de discusión y 

consenso en sede legislativa. 

Justificación: La Primera Sala, en la jurisprudencia 1a./J. 114/2010 de rubro: "PENAS Y SISTEMA PARA SU APLICACIÓN. 

CORRESPONDE AL PODER LEGISLATIVO JUSTIFICAR EN TODOS LOS CASOS Y EN FORMA EXPRESA, LAS RAZONES DE SU 

ESTABLECIMIENTO EN LA LEY.", determinó que las autoridades legislativas están obligadas a justificar, en todos los casos 

y en forma expresa, las razones del establecimiento de las penas y el sistema de su aplicación cuando una persona 

despliega una conducta considerada como delito. Así, para la definición legislativa de un bien jurídico como tutelable por 

las normas penales, dentro de ese ejercicio de justificación se encuentra la obligación de los órganos legislativos de 

motivar la importancia social suficiente del bien en cuestión y la necesidad de su protección por las normas penales. Ahora 

bien, la autoridad legislativa correspondiente, para justificar la importancia social suficiente del bien jurídico en cuestión, 

debe realizar lo siguiente: a) identificar el fundamento constitucional sustantivo del bien cuya protección penal se 

pretenda; b) realizar un ejercicio reflexivo tendente a reconocer si se trata de un bien considerado socialmente como 

indiscutido, en la medida en que pertenece a una conciencia social determinada y cuya vulneración implique una 

afectación directa sobre la individualidad de las personas; y, c) identificar y graduar la afectación real que la conducta que 

se pretende disuadir ha provocado, provoca o puede llegar a provocar sobre el ejercicio efectivo de los derechos humanos. 

Por otro lado, la autoridad legislativa, para justificar la necesidad de proteger el bien jurídico en cuestión por las normas 

penales, debe demostrar que son insuficientes otros medios de defensa menos lesivos de los derechos humanos de las 

personas, particularmente, la libertad personal; para lo cual se debe considerar seriamente que la protección penal de un 

bien sólo es necesaria frente a formas de ataque que son especialmente peligrosas y efectivamente lesivas de un bien 

jurídico o que lo colocan suficientemente en peligro de ser lesionado; además de que la medida penal debe constituirse 

siempre como la más ventajosa para la protección del bien jurídico en cuestión dentro de todas las alternativas posibles y 

existentes en el propio ordenamiento. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 644/2023. Frutería los Cuates, S.A. de C.V. 14 de febrero de 2024. Mayoría de cuatro votos de los 

Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 

Secretaries: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 114/2010 citada, se publicó en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 340, con número de registro digital: 163067. 

Tesis de jurisprudencia 87/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028865 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: PR.P.T.CS. J/4 L 

(11a.) 

 

Instancia: Plenos 

Regionales 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Laboral   

 

CAMBIO DE BENEFICIARIO DE UNA PENSIÓN POR VIUDEZ. SU PAGO DEBE REALIZARSE A PARTIR DE LA EMISIÓN DE LA 

RESOLUCIÓN DEFINITIVA QUE LO DETERMINE. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar el 

otorgamiento de la pensión por viudez. Mientras que uno determinó que debía pagarse a quien se le declaró beneficiaria 

en el juicio de seguridad social a partir del fallecimiento del trabajador, no obstante que entre el fallecimiento y la emisión 

de la sentencia, el Instituto hubiera erogado la misma pensión a una diversa persona; el otro sostuvo que el pago a la 

persona beneficiaria debe hacerse a partir de la fecha de emisión del fallo y no antes, pues el Instituto se limitó a resolver 

con los elementos de prueba que tenía en ese momento.  

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de 

México, determina que cuando el Instituto Mexicano del Seguro Social, previa verificación del cumplimiento de los 

requisitos correspondientes, otorga una pensión por viudez, y posteriormente en el juicio de seguridad social se determina 

que la legítima beneficiaria es otra persona, el pago de la pensión a la segunda debe hacerse a partir de la fecha de emisión 

del fallo.   

Justificación: El otorgamiento previo de una pensión por viudez por parte del Instituto Mexicano del Seguro Social, en 

tanto sea acorde al cumplimiento de su marco legal, no constituye un error.  

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 303/2016, señaló que 

no puede obligarse al Instituto a pagar a la persona que se designe como beneficiaria en el juicio de seguridad social las 

cantidades que ya fueron erogadas a otra por concepto de pensión por viudez, pues la determinación emitida en sede 

administrativa, al reunir los requisitos correspondientes, resulta legal.  

No puede exigirse un doble pago al ente asegurador, ya que el otorgamiento primigenio lo hizo con base en los elementos 

de prueba que tenía en ese momento y, en consecuencia, el pago de la pensión por viudez otorgada a una persona distinta 

por virtud del juicio de seguridad social, sólo podrá efectuarse a partir de la fecha en que el mismo se resuelva de manera 

definitiva.  

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE 

MÉXICO 

Contradicción de criterios 36/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 

de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave (en auxilio del Primer Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Séptimo Circuito) y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito. 3 de abril de 2024. 

Tres votos de las Magistradas Rosa María Galván Zárate y María Enriqueta Fernández Haggar y del Magistrado Héctor Lara 

González. Ponente: Magistrada María Enriqueta Fernández Haggar. Secretaria: Lucina Bringas Calvario.  



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Tesis y/o criterios contendientes:   

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 358/2016, el cual 

dio origen a la tesis aislada VII.2o.T.126 L (10a.), de rubro: "PENSIÓN DE VIUDEZ. ANTE LA COEXISTENCIA DE VARIAS ACTAS 

DE MATRIMONIO, EL PAGO RESPECTIVO DEBE HACERSE A PARTIR DE LA FECHA EN QUE SE DICTE EL LAUDO QUE 

ESTABLEZCA CUÁL DE ÉSTAS MERECE MAYOR VALOR PROBATORIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

del viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 

Libro 45, Tomo IV, agosto de 2017, página 2979, con numero de registro digital: 2014849, y  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 

Veracruz de Ignacio de la Llave, al resolver el amparo directo 435/2022 (cuaderno auxiliar 464/2023).  

Nota: La parte considerativa de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 303/2016 citada, aparece publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de abril de 2017 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo I, abril de 2017, página 951, con número de registro digital: 27080.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028866 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 104/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Constitucional, 

Administrativa 

  

 

COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE FACULTA A LA COMISIÓN FEDERAL DE 

COMPETENCIA ECONÓMICA (COFECE) PARA REQUERIR INFORMES Y DOCUMENTOS, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE 

SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

Hechos: Una persona moral y dos personas físicas fueron sancionadas por el Pleno de la Comisión Federal de Competencia 

Económica por la comisión de prácticas monopólicas absolutas. Inconformes, promovieron juicio de amparo indirecto en 

el que reclamaron la inconstitucionalidad del artículo 73 de la Ley Federal de Competencia Económica por vulnerar los 

principios fundamentales de legalidad y seguridad jurídica al no prever un plazo dentro del cual la autoridad puede 

requerir de cualquier persona informes y documentos que estime necesarios para realizar sus investigaciones. La persona 

Juzgadora de Distrito del conocimiento negó el amparo, al considerar que el precepto reclamado no viola los principios 

fundamentales señalados. Contra esta sentencia, la parte quejosa interpuso recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el artículo 73 de la Ley Federal 

de Competencia Económica no vulnera el principio de seguridad jurídica al no disponer en la propia hipótesis normativa, 

un límite en el tiempo para que la autoridad competente pueda requerir información y documentos a los particulares. 

Justificación: El legislador al emitir la Ley Federal de Competencia Económica estableció la figura de la prescripción no sólo 

con relación al ejercicio de las facultades de la autoridad para imponer una sanción, sino incluso, y de manera expresa, 

con las propias facultades de inicio de las investigaciones. Luego, debe entenderse que la facultad de la autoridad en 

materia de competencia económica para formular requerimientos de información y documentación está necesariamente 

vinculada con las propias investigaciones que puede realizar dicha autoridad. Así, debe entenderse que la Comisión 

Federal de Competencia Económica puede formular los requerimientos de información y documentación que estime 

necesarios para llevar a cabo sus investigaciones, siempre y cuando su facultad para investigar posibles conductas ilícitas 

no se encuentre prescrita y esté abierta una investigación cuyo periodo de duración no se encuentre excedido. Por tanto, 

el ordenamiento presenta suficiente claridad en los artículos 71, 73 y 137 para concluir que establecen un límite a la 

duración de las investigaciones, incluyendo los requerimientos que forman parte de éstas y un plazo de prescripción de 

las facultades de la Comisión Federal de Competencia Económica para iniciarlas; lo que brinda suficiente certeza a los 

particulares de la prevención que deben guardar en cuanto al cuidado y resguardo de documentos y evidencias vinculadas 

con determinadas conductas que tengan la potencialidad de ser sujetas de reproche. 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 565/2023. Impromed, S.A. de C.V. y otros. 7 de febrero de 2024. Cinco votos de los Ministros y las 

Ministras Loretta Ortiz Ahlf, quien formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 

Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 

Guillermo Pablo López Andrade. 
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Tesis de jurisprudencia 104/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028867 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: VII.2o.T.22 L 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Laboral   

 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS SUSCITADOS ENTRE LOS JUZGADOS EN MATERIA LABORAL DEL 

PODER JUDICIAL Y LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE, AMBOS DEL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA 

LLAVE. CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO EN MATERIA DE TRABAJO, CON JURISDICCIÓN EN 

ESA ENTIDAD FEDERATIVA. 

 

Hechos: Una persona trabajadora demandó ante una Junta de Conciliación y Arbitraje del Estado de Veracruz de Ignacio 

de la Llave, el pago de la indemnización constitucional y otras prestaciones. Al contestar la demanda, el patrón ofreció el 

trabajo a la actora, quien lo aceptó y fue reinstalada; posteriormente fue despedida, por lo que promovió juicio ante un 

Juzgado en Materia Laboral del Poder Judicial del mismo Estado, el cual se declaró incompetente por considerar que la 

autoridad que debía conocer del asunto era la referida Junta. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito 

en Materia de Trabajo, con jurisdicción en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, conocer los conflictos suscitados 

entre los Juzgados en Materia Laboral del Poder Judicial y las Juntas de Conciliación y Arbitraje, ambos de esa entidad 

federativa. 

Justificación: El artículo 705 Bis de la Ley Federal del Trabajo no establece qué autoridad deberá resolver los conflictos 

competenciales suscitados entre los Tribunales Laborales y las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje, ya que si bien se 

trata de autoridades de trabajo pertenecientes a una misma entidad federativa, las Juntas no pertenecen al Poder Judicial. 

Aunado a lo anterior, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Veracruz establece la competencia del Pleno para 

conocer de conflictos competenciales entre las Salas del Tribunal Superior de Justicia, entre éstas y los juzgados o de los 

juzgados entre sí; así como entre los distintos tribunales o Salas que conforman el Poder Judicial y entre el Tribunal de 

Conciliación y Arbitraje y los juzgados; de ahí que no se surte el supuesto previsto en la fracción I del citado artículo. Por 

tanto, al no existir regulación aplicable ni instancia competente, los Tribunales Colegiados de Circuito en Materia de 

Trabajo, con jurisdicción en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, deben conocer de esa clase de conflictos, en 

aplicación analógica del artículo 705 Bis, fracción II, inciso b), de la Ley Federal del Trabajo, con apoyo además en el artículo 

17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en aras de privilegiar el acceso efectivo a la jurisdicción. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

Conflicto competencial 31/2023. Suscitado entre la Junta Especial Número Dos de la Local de Conciliación y Arbitraje  y el 

Juzgado de Primera Instancia en Materia Laboral del Poder Judicial del Estado, ambos con residencia en Tuxpan, Veracruz 

de Ignacio de la Llave. 20 de julio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Cándida Hernández Ojeda. Secretario: Ismael 

Martínez Reyes.  
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Conflicto competencial 50/2023. Suscitado entre el Juzgado de Primera Instancia en Materia Laboral del Poder Judicial del 

Estado y la Junta Especial Número Dos de la Local de Conciliación y Arbitraje, ambos con residencia en Tuxpan, Veracruz 

de Ignacio de la Llave. 26 de enero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretario: 

Marcelo Cabrera Hernández.  

Conflicto competencial 55/2023. Suscitado entre el Juzgado de Primera Instancia en Materia Laboral del Sexto Distrito del 

Poder Judicial del Estado y la Junta Especial Número Dos de la Local de Conciliación y Arbitraje, ambos con residencia en 

Tuxpan, Veracruz de Ignacio de la Llave. 8 de febrero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. 

Secretaria: Anabel Morales Guzmán.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028868 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: X.2o.T.16 L 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Laboral   

 

COSA JUZGADA EN MATERIA LABORAL. TIENE ESE CARÁCTER LA SENTENCIA DICTADA EN CUMPLIMIENTO A UNA 

EJECUTORIA DE AMPARO EN LA QUE SE ORDENA DECRETAR LA EXISTENCIA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO Y, COMO 

CONSECUENCIA, EL PAGO DE DIVERSAS PRESTACIONES LABORALES. 

 

Hechos: En un juicio laboral se dictó sentencia en la cual se condenó a una persona moral y se absolvió a los codemandados 

físicos por no acreditarse la relación de trabajo. En amparo directo la persona trabajadora (actora) obtuvo la protección 

de la Justicia Federal para el efecto de que se tuviera por demostrado el vínculo laboral con uno de los codemandados 

físicos en su carácter de patrón solidario y se le condenara a las prestaciones relativas. En la sentencia dictada en 

cumplimiento del fallo protector se condenó en los términos precisados, contra lo cual se promovió amparo directo. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que tiene el carácter de cosa juzgada la sentencia dictada 

en cumplimiento a una ejecutoria de amparo en la que se ordena decretar la existencia de la relación de trabajo y, como 

consecuencia, el pago de diversas prestaciones laborales. 

Justificación: La sentencia emitida en cumplimiento a una ejecutoria de amparo en la que se dilucidaron aspectos de 

fondo, no pueden modificarse, al no haberse dejado libertad de jurisdicción a la autoridad responsable; de ahí que el 

amparo directo en su contra sea improcedente, por lo que debe sobreseerse con fundamento en el artículo 61, fracción 

IX, de la Ley de Amparo. Lo anterior no significa dejar en estado de indefensión a la persona quejosa, en virtud de que 

estuvo en aptitud de promover amparo adhesivo para fortalecer las consideraciones vertidas en la primera sentencia 

reclamada, o hacer valer violaciones procesales en términos del artículo 182 del citado ordenamiento. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 

Amparo directo 652/2022. Alberto Gular Solórzano. 22 de febrero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Cuauhtémoc 

Cárlock Sánchez. Secretaria: Ilse Alpuche Aguilar.  

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 2a./J. 140/2007, de rubro: 

"IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO DERIVADA DEL CUMPLIMIENTO DE UN FALLO PROTECTOR, O EN EJECUCIÓN 

DE ÉSTE. NO SE ACTUALIZA CUANDO EN LA SENTENCIA DE GARANTÍAS NO HUBO COSA JUZGADA EN RELACIÓN CON EL 

TEMA DE FONDO Y SE DEJÓ PLENITUD DE JURISDICCIÓN A LA AUTORIDAD RESPONSABLE.", publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, agosto de 2007, página 539, con número de registro 

digital: 171753.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028869 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 91/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Civil   

 

CUSTODIA COMPARTIDA. DIRECTRICES NORMATIVAS PARA LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA. 

 

Hechos: Los abuelos paternos y maternos de unas personas menores de edad convinieron ejercer la custodia compartida 

sobre ellos tras la muerte de sus padres, no obstante, los abuelos maternos promovieron juicio solicitando la custodia 

exclusiva. En primera instancia, la persona Juzgadora familiar determinó conceder la custodia a ambas parejas de abuelos 

de forma compartida, pero, en apelación, la Sala revocó la sentencia concediendo la custodia exclusiva a los abuelos 

maternos. Inconformes con esto, los abuelos paternos promovieron juicio de amparo directo en el que se les concedió la 

protección de la justicia federal para efecto de que la Sala responsable estableciera un régimen de custodia compartida. 

Contra esta resolución, los abuelos maternos interpusieron recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que las personas juzgadoras, para 

asegurar el cumplimiento de la obligación alimentaria para niñas, niños y adolescentes en regímenes de guarda y custodia, 

deberán determinar tanto los recursos económicos necesarios para satisfacer las necesidades de los acreedores como las 

posibilidades económicas de cada uno de los deudores alimentarios y distribuirán la carga proporcionalmente entre cada 

uno de los deudores con base en la información obtenida. 

Justificación: La Primera Sala reconoce que, para el cumplimiento de la obligación alimentaria hacia niñas, niños y 

adolescentes, se pueden generar incentivos indebidos para modificar el régimen de custodia por razones ajenas al 

bienestar de las personas menores de edad, especialmente cuando uno de los progenitores tiene mayores recursos 

económicos; enfoque que además de afectar el desarrollo integral de las personas menores de edad, contradice el 

principio del interés superior de la niñez y puede agravar desigualdades de género en los roles familiares. Por lo tanto, las 

personas juzgadoras tienen la responsabilidad de individualizar la obligación alimentaria adecuadamente, para lo cual 

deben considerar tanto los recursos económicos para cubrir las necesidades de los beneficiarios como las capacidades 

económicas de los deudores alimentarios. Además, la distribución de esta carga debe respetar el principio de 

proporcionalidad y mantener la estabilidad en el nivel de vida de las personas menores de edad. En consecuencia, la 

cuantificación de la obligación alimentaria debe basarse exclusivamente en la capacidad económica y necesidades 

específicas de las partes. Aunque el tiempo efectivo de cuidado que cada progenitor realice sobre las personas menores 

de edad es un factor por considerar, no debe trasladarse automáticamente al cálculo de la obligación alimentaria, ya que 

los criterios aplicables a ambas figuras responden a principios diferentes y deben evaluarse según las circunstancias 

particulares de cada caso. A su vez, la aplicación de la perspectiva de género es esencial en estas controversias. Ante la 

posible desigualdad entre los recursos económicos de los progenitores, influida por roles de género tradicionales, el 

tribunal debe evitar la perpetuación o exacerbación de estereotipos de género en la distribución de la obligación 

alimentaria y en la determinación del régimen de cuidado. La cuantificación de la carga debe contemplar la equidad de 

género para evitar la probable desventaja económica de las mujeres debido a roles históricamente asignados. La aplicación 

de dicha directriz en el análisis debe hacerse sin que las personas juzgadoras se basen en roles de género preconcebidos, 
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y no debe perderse de vista que el eje rector del estudio debe ser la estabilidad en el nivel de vida de las niñas, niños y 

adolescentes. Finalmente, al realizar la distribución de la obligación alimentaria, el tribunal debe considerar las 

manifestaciones y propuestas de las partes pues, aunque no sean vinculantes para dictar el fallo final, tiene la finalidad de 

establecer la modalidad de cumplimiento más práctica y adecuada para cada caso, diseñando un enfoque que se adapte 

mejor a las necesidades de los beneficiarios y a las capacidades específicas de los deudores. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 3113/2022. 9 de agosto de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 

de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 

Tesis de jurisprudencia 91/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028870 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a. VI/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal   

 

DATOS CONSERVADOS POR LOS CONCESIONARIOS DE TELECOMUNICACIONES EN LAS DENOMINADAS "SÁBANAS DE 

LLAMADAS". EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL, ES COMPETENCIA EXCLUSIVA DE LOS JUECES 

FEDERALES AUTORIZAR A LA AUTORIDAD INVESTIGADORA EL ACCESO A ELLOS. 

 

Hechos: Una persona promovió amparo directo en el que planteó la inconstitucionalidad del artículo 303 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, que establece que la autorización de entrega de datos de telefonía conservados, 

como son las denominadas "sábanas de llamadas", puede hacerla la persona juzgadora del fuero correspondiente. El 

Tribunal Colegiado de Circuito determinó que los datos de las comunicaciones a que se refiere el citado artículo están 

protegidos por la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, en términos del artículo 16 de la Constitución Federal y, 

por tanto, la autorización de entregarlos únicamente puede otorgarla una persona juzgadora del fuero federal. La persona 

tercera interesada interpuso recurso de revisión por considerar que se hizo una interpretación equivocada del artículo 16 

constitucional, que no dispone expresamente una competencia exclusiva de los Jueces Federales para otorgar acceso a 

las "sabanas de llamadas". 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que sólo las personas juzgadoras 

del fuero federal pueden autorizar a la autoridad investigadora el acceso a los datos de telefonía conservados por los 

concesionarios de telecomunicaciones en las denominadas "sabanas de llamadas". 

Justificación: Aun cuando los datos referidos no constituyen una comunicación en sentido estricto, sí están protegidos por 

las prerrogativas correspondientes a las comunicaciones privadas, específicamente al control por parte de los Jueces 

Federales establecido en el párrafo décimo tercero del artículo 16 constitucional, pues esos datos revelan un cúmulo de 

información acerca de los hábitos, los contactos, las afinidades y los lugares frecuentados por las personas. Esta conclusión 

se fortalece porque la información obtenida mediante esos datos es equiparable a la obtenida con una intervención 

telefónica o la geolocalización, así que debe gozar de la misma protección reforzada reconocida a nivel constitucional. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de tres votos de las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 

voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez De La Paz. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028871 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a. VII/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

DATOS CONSERVADOS POR LOS CONCESIONARIOS DE TELECOMUNICACIONES EN LAS DENOMINADAS "SÁBANAS DE 

LLAMADAS". GOZAN DE LA PROTECCIÓN REFORZADA A LA PRIVACIDAD DE LAS COMUNICACIONES PREVISTA EN EL 

ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. 

 

Hechos: Una persona promovió amparo directo en el que planteó la inconstitucionalidad del artículo 303 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, que establece que la autorización de entrega de datos de telefonía conservados, 

como lo son las denominadas "sábanas de llamadas", puede hacerla la persona juzgadora del fuero correspondiente. El 

Tribunal Colegiado de Circuito determinó que los datos de las comunicaciones a que se refiere el citado artículo están 

protegidos por la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, en términos del artículo 16 de la Constitución Federal y, 

por tanto, la autorización de entregarlos únicamente puede otorgarla una persona juzgadora del fuero federal. La persona 

tercera interesada interpuso recurso de revisión por considerar que el artículo 16 referido no era aplicable al caso, ya que 

las "sábanas de llamadas" no constituyen comunicaciones, sino registros técnicos de las condiciones de uso de una red de 

telecomunicaciones y, por ende, no están protegidas por el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la protección reforzada a la 

privacidad de las comunicaciones prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

debe entenderse en sentido amplio, no sólo dirigida al contenido de la comunicación, sino a otros datos identificadores o 

constitutivos de las comunicaciones que se relacionen directamente con la intimidad de la persona, como son los 

conservados por los concesionarios de telecomunicaciones en las denominadas "sábanas de llamadas". 

Justificación: La inviolabilidad de las comunicaciones privadas no debe entenderse de manera restrictiva o limitada al 

contenido de las conversaciones telefónicas, pues esta interpretación incumpliría con el principio pro persona y permitiría 

a la autoridad socavar la protección al derecho a la privacidad previsto en la Constitución Federal. Si bien de las 

denominadas "sábanas de llamadas" no se obtiene el contenido de las conversaciones, sí es posible detectar datos 

intrínsecamente ligados con la esfera privada de las personas usuarias, como son las personas con quienes se comunican, 

su ubicación geográfica al realizar las llamadas, así como su duración y frecuencia. De ahí que, si el derecho a la privacidad 

busca garantizar un ámbito de actuación libre de injerencias de terceros y a las protecciones rigurosas previstas en el 

artículo 16 constitucional se les debe otorgar un alcance extenso, se concluye que el mandato de inviolabilidad de las 

comunicaciones es aplicable tratándose de todos los elementos constitutivos de la comunicación que se relacionan con la 

privacidad de las personas, y no sólo a su contenido. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de tres votos de las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis González 
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Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 

voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez De La Paz. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028872 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a. VIII/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

DATOS CONSERVADOS POR LOS CONCESIONARIOS DE TELECOMUNICACIONES. QUIENES CONTRATAN UNA LÍNEA 

TELEFÓNICA TIENEN UNA LEGÍTIMA EXPECTATIVA DE PRIVACIDAD SOBRE EL CONTENIDO Y LOS DATOS DE SUS 

COMUNICACIONES. 

 

Hechos: Una persona promovió amparo directo en el que planteó la inconstitucionalidad del artículo 303 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, que establece que la autorización de entrega de datos de telefonía conservados, 

como lo son las denominadas "sábanas de llamadas", puede hacerla la persona juzgadora del fuero correspondiente. El 

Tribunal Colegiado de Circuito determinó que los datos de las comunicaciones a que se refiere el citado artículo están 

protegidos por la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, en términos del artículo 16 de la Constitución Federal y, 

por tanto, la autorización de entregarlos únicamente puede otorgarla una persona juzgadora del fuero federal. La persona 

tercera interesada interpuso recurso de revisión por considerar que el artículo 16 referido no era aplicable al caso, ya que 

las "sábanas de llamadas" no constituyen comunicaciones, sino registros técnicos de las condiciones de uso de una red de 

telecomunicaciones y, por ende, no están protegidas por el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que las personas que contratan 

una línea telefónica tienen una legítima expectativa de privacidad sobre el contenido y los datos de sus comunicaciones, 

sin que dicha contratación constituya una autorización a los concesionarios y al Estado que destruya esa expectativa. 

Justificación: La doctrina que postulaba que las personas que dan información de forma voluntaria a terceros no tienen 

una expectativa razonable de privacidad, se utilizó al analizarse las intromisiones al derecho a la privacidad de las 

comunicaciones. Bajo ese entendimiento, el usuario de una línea telefónica no tenía expectativa de privacidad y la 

autoridad podía solicitar información a la compañía telefónica sin orden judicial previa, pues al haber dado su 

consentimiento a un tercero, había cedido en su derecho a la privacidad. Este razonamiento se desarrolló en el marco de 

la tecnología telefónica tradicional, pero la irrupción de la tecnología digital en el desarrollo de la vida cotidiana ha 

reconfigurado las relaciones personales, los negocios, el esparcimiento, los hábitos y las pautas culturales. Las capacidades 

informáticas de recopilar y procesar grandes cantidades de información y de establecer a partir de ellas reconstrucciones 

del pasado y predicciones precisas del futuro, exponen a desafíos en torno a la privacidad. A partir de la recopilación de 

datos que, en principio, pareciese que no tienen relación entre ellos, puede generarse una hipótesis vinculada a todos los 

ámbitos de vida de una persona con la capacidad eventual de vulnerar el derecho a la privacidad. La visión tradicional del 

derecho a la privacidad y su relación con la autorización otorgada a terceros son insuficientes para capturar las nuevas 

formas en que puede manifestarse y, especialmente, las maneras en que debe convivir con los avances tecnológicos, sobre 

todo a medida que se implementan en el marco del proceso penal. De ahí que no sea razonable afirmar que el hecho de 

contratar una línea de teléfono celular constituye una autorización para destruir la expectativa de privacidad. 

PRIMERA SALA. 
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Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de tres votos de las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 

voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez De La Paz. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028873 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a. XII/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

DECLARACIONES DE VÍCTIMAS U OFENDIDOS QUE HAYAN FALLECIDO. EL ARTÍCULO 386, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO 

NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AL PREVER LA EXCEPCIÓN DE INCORPORARLAS MEDIANTE LECTURA, NO 

VULNERA LOS PRINCIPIOS DE INMEDIACIÓN Y DE CONTRADICCIÓN. 

 

Hechos: El Tribunal Colegiado de Circuito al resolver un amparo directo sostuvo que el artículo 386, fracción I, del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, en el que se prevé la excepción de incorporar por lectura las declaraciones de 

víctimas u ofendidos que hayan fallecido, era constitucional, a la luz de los principios de inmediación y de contradicción. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 386, fracción I, del 

Código Nacional de Procedimientos Penales, referente a la incorporación por lectura de declaraciones rendidas en la etapa 

de investigación cuando la víctima u ofendido haya fallecido, no vulnera los principios de inmediación y de contradicción 

previstos en el artículo 20 de la Constitución Federal. 

Justificación: El fallecimiento de la víctima u ofendido del delito ocurrido antes de que comparezca a la audiencia de juicio 

oral constituye una razón justificada para establecer una excepción a la exigencia de que comparezca a la audiencia de 

juicio para que se produzca la prueba testimonial, ante la presencia de la persona Juzgadora y con oportunidad para que 

la defensa del acusado pueda examinar la credibilidad del testigo a través de un ejercicio contradictorio, dado que se trata 

de una contingencia insuperable material y jurídicamente. Asimismo, del análisis de esta excepción, es posible determinar 

que se parte de la premisa de que la persona ha declarado ante el Ministerio Público y que se proporcionó un conocimiento 

especial sobre los hechos que son materia de la carpeta de investigación, así como que se configura el supuesto de 

excepción, siempre que en su obtención y en su incorporación al proceso se haya respetado el derecho de defensa del 

acusado, lo que implica la necesidad de cubrir alguna de las siguientes condiciones: 1) que el imputado o acusado haya 

contado con la oportunidad de interrogar o contrainterrogar el testimonio de cargo en algún momento de las etapas 

previas a la audiencia de juicio oral, como sucede en los casos en que el testigo comparece en su calidad de medio de 

prueba durante el plazo constitucional, previo a decidir si se vincula al imputado al proceso; o 2) que la declaración 

incorporada mediante lectura no constituya el principal elemento de prueba para justificar la sentencia de condena. 

También se debe considerar que la referida declaración debe ser exhibida al imputado, a los testigos o intérpretes y a los 

peritos, para que la reconozcan o informen sobre ella, y sólo se podrá incorporar a juicio como prueba material o 

documental aquella que haya sido previamente acreditada, con lo cual, la excepción prevista en el referido artículo no 

resulta violatoria de los principios de inmediación y de contradicción previstos en el apartado A del artículo 20 

constitucional. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 2458/2022. 15 de marzo de 2023. Mayoría de tres votos de la Ministra y de los Ministros 

Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidentes: Ministros Juan Luis 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028874 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 84/2024 
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 Materia(s): Penal, 
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DELITO DE POSESIÓN ILÍCITA DE HIDROCARBUROS, PETROLÍFEROS O PETROQUÍMICOS. EL ARTÍCULO 9, FRACCIÓN II, 

INCISO D), DE LA LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS COMETIDOS EN MATERIA DE 

HIDROCARBUROS NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 

 

Hechos: Se detuvo a tres personas porque no pudieron justificar la legal posesión de más de dos mil litros de gas L.P. Un 

Juez de Distrito Especializado en el Sistema Penal Acusatorio las sentenció por la comisión del delito de posesión ilícita de 

petrolífero del tipo gas L.P., sancionado en el artículo referido, el cual prevé que se castigará a quien resguarde, transporte, 

almacene, distribuya, posea, suministre u oculte hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, sin derecho y sin 

consentimiento de asignatarios, contratistas, permisionarios, distribuidores o de quien pueda disponer de ellos con 

arreglo a la ley. Esa determinación se confirmó en apelación. En su contra promovieron amparo directo en el que 

plantearon la inconstitucionalidad de dicho precepto, el cual se negó. Contra esa resolución interpusieron recurso de 

revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 9, fracción II, inciso 

d), de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos no viola el principio de 

exacta aplicación de la ley penal en su vertiente de taxatividad, ya que el elemento normativo "poseer" que establece 

como verbo rector del delito de posesión ilícita de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, no es ambiguo o impreciso. 

Justificación: Esta Primera Sala ha señalado que el legislador debe elaborar disposiciones penales con expresiones o 

conceptos claros. Sin embargo, también ha reconocido que una norma no necesariamente es inconstitucional si no define 

cada vocablo o locución que utiliza, ya que ello tornaría imposible la función legislativa. En el derecho penal la posesión 

hace referencia, objetivamente, a una relación de dominio o control complementada, subjetivamente, con una voluntad 

de poseer; de ahí que el poseedor puede ejercer un control real o potencial sobre el objeto. Por tanto, el componente 

subjetivo básico de la posesión es la voluntariedad expresada por medio de una voluntad mínima de poseer y una voluntad 

máxima de dominar la cosa poseída. Esta Primera Sala, en el amparo directo en revisión 138/2002, señaló que el verbo 

"poseer" significa tener uno en su poder una cosa, contar con algo, disponer de ello; por su parte, el término "posesión" 

significa acto de poseer o tener una cosa. En ese orden de ideas, por "poseer" se entiende que una persona tiene en su 

poder una cosa, en el caso del delito que nos ocupa, hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos. No obstante, de los 

elementos subjetivos del tipo penal, se advierte que no basta que la persona posea o tenga en su poder alguno de ellos, 

sino que esa posesión debe ser sin derecho y sin el consentimiento de quien legalmente pueda otorgarlo. La Ley Federal 

para Prevenir y Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, en su artículo 5, señala las formas en las 

que puede acreditarse la legítima posesión de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos y activos, subrayando que 

dentro de tales hipótesis sobresalen los permisos o documentos que deben ser signados por los asignatarios, contratistas, 

permisionarios o distribuidores a los que hace alusión el artículo 9, fracción II, de dicha legislación. Asimismo, el artículo 

4, fracciones VI, X y XXIV, de la Ley de Hidrocarburos precisa lo que debe entenderse por asignatarios, contratistas o 
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permisionarios, en tanto que, en el diverso numeral 3, fracción IV, de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar los Delitos 

Cometidos en Materia de Hidrocarburos se establece quién es distribuidor. De dichas normas se tiene que para acreditar 

la "legítima posesión" de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, se requiere la presentación del original de la factura 

electrónica o comprobante fiscal digital, escritura pública o la inscripción en el registro público de los mismos, firmada ya 

sea por el asignatario, contratista, permisionario o distribuidor o, en su caso, la presentación de medios de prueba idóneos 

y suficientes. Bajo esos parámetros, para efectos del artículo 9, fracción II, inciso d), de la Ley Federal para Prevenir y 

Sancionar los Delitos Cometidos en Materia de Hidrocarburos, se entiende por "poseer" que una persona tenga en su 

poder y/o dominio y/o control hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, sin derecho y sin consentimiento de 

asignatarios, contratistas, permisionarios, distribuidores o de quien pueda disponer de ellos con arreglo a la ley. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 6697/2022. José Narciso González Rosas y otros. 6 de septiembre de 2023. Cinco votos de la 

Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, 

Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 

Rosalba Rodríguez Mireles. 

Tesis de jurisprudencia 84/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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DELITO DE TRANSPORTACIÓN ILEGAL DE PASAJEROS O DE CARGA. EL ARTÍCULO 250 TER DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA QUE LO PREVÉ, VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD EN MATERIA PENAL. 

 

Hechos: Una persona dedicada a la prestación del servicio público de transporte promovió juicio de amparo indirecto en 

el que reclamó, entre otros artículos, el 250 Ter del Código Penal para el Estado de Baja California por estimarlo 

inconstitucional porque es desproporcionado en relación con la gravedad de la conducta cuya inhibición pretende, que es 

la prestación ilícita del servicio público de transporte. La persona Juzgadora de Distrito sobreseyó en el juicio; inconforme 

la parte quejosa interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento levantó el 

sobreseimiento. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el artículo 250 Ter del Código 

Penal para el Estado de Baja California es inconstitucional porque es desproporcionado en relación con la gravedad de la 

conducta cuya inhibición pretende, que es la prestación ilícita del servicio público de transporte. 

Justificación: Dicha conclusión se alcanzó a la luz de los presupuestos que deben identificarse para considerar que una 

norma penal es proporcionada en relación con la conducta cuya disuasión pretende, esto es, que no pueda ser sustituida 

eficazmente por una medida menos intervencionista del derecho humano a la libertad individual, para lo cual es menester 

que el legislador realice un estudio comparativo de la norma entre las ventajas y desventajas de su aplicación y que no 

resulte ser una norma más coactiva que liberadora, para lo que es indispensable que se coteje la norma penal con otras 

integrantes del sistema jurídico, como las administrativas y civiles, menos intervencionistas del derecho humano a la 

libertad personal. Sólo si existe un balance positivo entre ambos presupuestos de proporcionalidad podrá sustentarse que 

la norma en cuestión supone –empíricamente– una ganancia social perceptible y efectiva y, por lo tanto, determinarse 

que está orientada a proteger un bien legítimo. Ahora bien, con base en esos presupuestos de análisis, el tipo penal 

previsto en el artículo 250 Ter del Código Penal para el Estado de Baja California es una medida que puede ser válida y 

eficazmente sustituida por otras normas civiles y administrativas que no restringen el derecho humano a la libertad 

personal, toda vez que: a) el legislador fue omiso en hacer un estudio comparativo de las ventajas y desventajas de la 

aplicación de la norma penal referida; y, b) tampoco analizó si con la pérdida de la libertad personal sería factible evitar o 

disuadir la prestación ilícita del servicio público de transporte por carecer de una autorización estatal para su realización. 

De haber realizado el análisis de referencia, el legislador habría identificado que, en efecto, existen otros medios previstos 

por el ordenamiento jurídico para evitar o disuadir la prestación ilícita del servicio público de transporte que no lesionan 

el derecho humano a la libertad individual de las personas, tales como las medidas de seguridad y las sanciones 

administrativas previstas en los artículos 248 y 250 de la Ley de Movilidad Sustentable y Transporte del Estado de Baja 

California. 

PRIMERA SALA. 
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Amparo en revisión 644/2023. Frutería los Cuates, S.A. de C.V. 14 de febrero de 2024. Mayoría de cuatro votos de los 

Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 

Secretaries: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana. 

Tesis de jurisprudencia 86/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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DELITO DE TRANSPORTACIÓN ILEGAL DE PASAJEROS O DE CARGA. EL ARTÍCULO 250 TER DEL CÓDIGO PENAL PARA EL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA QUE LO PREVÉ, VULNERA LOS PRINCIPIOS DE LESIVIDAD Y MÍNIMA INTERVENCIÓN EN 

MATERIA PENAL. 

 

Hechos: Una persona dedicada a la prestación del servicio público de transporte promovió juicio de amparo indirecto en 

el que reclamó, entre otros artículos, el 250 Ter del Código Penal para el Estado de Baja California por estimarlo 

incompatible con los principios constitucionales de lesividad e intervención mínima en materia penal. La persona 

Juzgadora de Distrito sobreseyó en el juicio; inconforme la parte quejosa interpuso recurso de revisión. El Tribunal 

Colegiado de Circuito del conocimiento levantó el sobreseimiento. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el artículo 250 Ter del Código 

Penal para el Estado de Baja California, que prevé el delito de transportación ilegal de pasajeros o de carga, vulnera los 

principios de lesividad e intervención mínima en materia penal. 

Justificación: Dicha conclusión se alcanzó a la luz de los principios subyacentes a un Estado liberal, democrático y 

constitucional como el mexicano, en relación con la doctrina del garantismo penal, que disponen que el punto de partida 

para la determinación de lo que es protegible por las normas penales es la promoción, protección, respeto y garantía del 

derecho humano a la libertad individual. Bajo ese tenor, el criterio utilizado para discernir la legitimidad democrática de 

la decisión legislativa del Estado de Baja California para tutelar penalmente la "prestación lícita del servicio público de 

transporte" consistió en identificar si este bien es de importancia social suficiente y si existe necesidad de su protección 

penal. Ahora bien, por lo que hace a la importancia social suficiente del bien jurídico tutelado por el artículo 250 Ter del 

Código Penal para el Estado de Baja California, consistente en la "prestación lícita del servicio público de transporte", esta 

Primera Sala considera que: a) carece de fundamento expreso en el contenido sustantivo del texto constitucional; b) no 

es un bien que, por sí mismo, pertenezca a la conciencia social de las personas que se encuentran bajo la jurisdicción de 

la entidad federativa en cuestión; y, c) es tan sólo un señalamiento abstracto de lo disvaliosa que es, por sí misma, la 

prestación ilícita de dicho servicio. Por cuanto corresponde a la necesidad de la protección penal de la "prestación lícita 

del servicio público de transporte" existen otros medios previstos por el ordenamiento jurídico para su disuadir o evitar 

su prestación ilícita que no lesionan el derecho humano a la libertad individual de las personas, tales como las medidas de 

seguridad y las sanciones administrativas previstas en los artículos 248 y 250 de la Ley de Movilidad Sustentable y 

Transporte del Estado de Baja California. 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 644/2023. Frutería los Cuates, S.A. de C.V. 14 de febrero de 2024. Mayoría de cuatro votos de los 

Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario 
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Pardo Rebolledo. Disidente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 

Secretaries: Rosalba Rodríguez Mireles y Fernando Sosa Pastrana. 

Tesis de jurisprudencia 85/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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DERECHO A LA PRIVACIDAD. GARANTIZA LA DIGNIDAD HUMANA, LA AUTONOMÍA Y LA LIBERTAD PERSONAL. 

 

Hechos: Una persona promovió amparo directo en el que planteó la inconstitucionalidad del artículo 303 del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, que establece que la autorización de entrega de datos de telefonía conservados, 

como son las denominadas "sábanas de llamadas", puede hacerla la persona juzgadora del fuero correspondiente. El 

Tribunal Colegiado de Circuito determinó que los datos de las comunicaciones a que se refiere el citado artículo están 

protegidos por la inviolabilidad de las comunicaciones privadas, en términos del artículo 16 de la Constitución Federal y, 

por tanto, la autorización de entregarlos únicamente puede otorgarla una persona juzgadora del fuero federal. La persona 

tercera interesada interpuso recurso de revisión por considerar que el artículo 16 referido no era aplicable al caso, ya que 

las "sábanas de llamadas" no constituyen comunicaciones, sino registros técnicos de las condiciones de uso de una red de 

telecomunicaciones y, por ende, no están protegidas por el derecho a la inviolabilidad de las comunicaciones privadas. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el derecho a la privacidad 

garantiza la protección de la dignidad humana, la autonomía y la libertad personal. 

Justificación: El derecho a la privacidad garantiza que la persona tenga un espacio dentro del cual pueda realizar su 

proyecto de vida sin temor a interferencias del Estado o de terceros. El acceso a la información, cuando se transgreden 

las protecciones a la privacidad, supone el ejercicio de un poder injustificado sobre las personas, pues mediante su uso 

pueden modificarse hábitos y preferencias, y se les puede forzar a actuar de ciertas formas y a suprimir conductas 

democráticamente valiosas. Las invasiones a la privacidad por parte del Estado pueden tener como resultado una 

ciudadanía sometida, arrebatándole a las personas la capacidad de actuar conforme a su propia voluntad, al reducir sus 

posibilidades de participar en la vida política y social del país. Las prerrogativas contenidas en el artículo 16 constitucional, 

que establecen protecciones reforzadas a la privacidad, como el control judicial previo o la definición de competencia 

federal, deben entenderse de manera amplia, dirigidas a situaciones análogas, como el acceso a datos conservados de 

telecomunicaciones, pues para que las protecciones constitucionales cumplan con el objeto de preservar un ámbito de 

actuación libre de injerencias de terceros, es necesario otorgarles el alcance más extenso posible. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de tres votos de las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 

voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez De La Paz. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028878 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 100/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

DERECHO A LA VERDAD Y DERECHO A UNA RESPUESTA JUDICIAL EFECTIVA A FAVOR DE LAS VÍCTIMAS DEL DELITO. SU 

CUMPLIMIENTO A TRAVÉS DE UNA SENTENCIA CONDENATORIA. 

 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de homicidio cometido en agravio de una mujer, quien al momento de 

su muerte tenía diecinueve años y era estudiante. El Tribunal de Alzada modificó la sentencia sólo por la individualización 

de la pena, por lo que la madre de la víctima (víctima indirecta) promovió amparo directo en el que argumentó que ese 

órgano jurisdiccional no cumplió con la obligación de juzgar con perspectiva de género, lo que impidió reclasificar el delito 

a feminicidio. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque no advirtió una situación de 

violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, ameritara un método destinado a remediar un efecto 

discriminatorio por razón del sexo al que pertenece la víctima. Contra esta resolución la quejosa interpuso el recurso de 

revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que para las víctimas u ofendidos 

de los delitos, el dictado de una sentencia condenatoria no sólo representa un presupuesto necesario para acceder a la 

reparación del daño, sino que también constituye, por sí misma, una forma de reparación vinculada con el derecho a la 

verdad, pues conlleva un reconocimiento de que una persona ha sufrido un ilícito, el correlativo fracaso del Estado en su 

deber de prevenir el delito, y que ha sido perseguido y sancionado conforme a las leyes penales aplicables. 

Justificación: La obligación de juzgar con perspectiva de género e interseccionalidad no se agota con la investigación eficaz 

de los hechos y el acceso a la justicia en las etapas procesales de los juicios penales porque ello derivaría en una tutela 

judicial incompleta para las víctimas, lo que tornaría nugatorio ese derecho y otros derivados, como el derecho a la 

reparación y el derecho a la verdad. La verdad es un reconocimiento del sufrimiento de las víctimas y no solamente una 

decisión de adecuación típica, que consiste en la entrega de un relato correspondiente con los hechos, suficientemente 

probado y surgido de una investigación exhaustiva y diligentemente conducida. La verdad no es cualquier versión. Las 

explicaciones para los hechos inconsistentes con la evidencia disponible o producto de una selección o interpretación 

arbitraria de la misma no satisfacen el derecho a la verdad. El derecho a una respuesta judicial efectiva se entiende como 

la determinación de los hechos en la vía penal, que constituye una explicación suficiente y satisfactoria sobre los hechos 

victimizantes y, por ende, debe erigirse como una explicación congruente y respetuosa de los mismos. Para que una 

sentencia condenatoria cumpla con los estándares mencionados, lo que de suyo implica la atención del mandato de 

fundamentación y motivación a que hace referencia el marco constitucional, es necesario que garantice la reivindicación 

del derecho vulnerado por el ilícito y la convicción de que no habrá impunidad. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 1419/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 
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derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 

Tesis de jurisprudencia 100/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028879 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: III.6o.C.9 C 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Civil   

 

FACTURAS. CON INDEPENDENCIA DE SU MÉTODO DE CREACIÓN, SI SON OBJETADAS, CORRESPONDE A CADA PARTE 

PROBAR LOS HECHOS DE SUS PRETENSIONES. 

 

Hechos: Se ejerció la acción de pago de varios Comprobantes Fiscales Digitales por Internet (CFDI) exhibidos por la persona 

actora, los cuales fueron objetados por la demandada. En la sentencia definitiva se determinó que al haberse emitido a 

través de la página electrónica del Servicio de Administración Tributaria (SAT), la información que contienen esas facturas 

electrónicas goza de una presunción de certeza con grado especial, pues los CFDI no se generan unilateralmente por la 

persona contribuyente sino mediante un método fiable, validado por la autoridad fiscal; de ahí que, aun objetados, debe 

concedérseles pleno valor probatorio, en atención a su contenido, contexto y proceso de creación. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si las facturas, con independencia de su método de 

creación son objetadas, corresponde a cada parte probar los hechos de sus pretensiones. 

Justificación: En la tesis de jurisprudencia 1a./J. 89/2011, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

de rubro: "FACTURAS. VALOR PROBATORIO ENTRE QUIEN LAS EXPIDIÓ Y QUIEN ADQUIRIÓ LOS BIENES O SERVICIOS.", se 

precisó que cuando en un juicio entre un comerciante y el adquirente de los bienes o servicios, la factura soporte de la 

pretensión principal es objetada, no son aplicables las reglas previstas en el artículo 1241 del Código de Comercio, ya que 

su mera refutación produce que su contenido no sea suficiente para acreditar la relación comercial. Por ello, si las facturas 

adquieren distinto valor probatorio, lo consecuente es que a cada parte le corresponda probar los hechos de sus 

pretensiones, para que la persona juzgadora logre adminicular la eficacia probatoria de cualquiera de los extremos 

planteados, resolviendo de acuerdo con las reglas de la lógica y la experiencia. 

Criterio que debe prevalecer, aun cuando las facturas fueran emitidas a través de la página electrónica del SAT, mediante 

CFDI, pues al objetarse no pueden tener de inmediato el alcance probatorio para justificar la relación comercial y la 

existencia de los bienes o la prestación del servicio respectivos. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Amparo directo 137/2023. 31 de agosto de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 

Secretario: José Asunción Cruz Mercado. 

Amparo directo 399/2023. 25 de enero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. 

Secretario: Juan Alberto González Peregrina. 
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Amparo directo 555/2023. 23 de febrero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Uriel Torres Hernández. 

Secretario: Luis Horacio González Mares. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 89/2011 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 463, con número de registro digital: 161081. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028880 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: PR.A.C.CS. J/2 K 

(11a.) 

 

Instancia: Plenos 

Regionales 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Común   

 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA LEYES. ATRIBUIR A LAS AUTORIDADES EXACTORAS LA APLICACIÓN 

Y COBRO DE UN IMPUESTO O DERECHO REALIZADO A TRAVÉS DE AUTOLIQUIDACIÓN, NO ACTUALIZA UNA CAUSA 

MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al resolver recursos de 

queja contra autos iniciales en amparo indirecto que tuvieron por actualizada de forma manifiesta e indudable una causa 

de improcedencia relacionada con las autoridades señaladas como ejecutoras. Ambos estudiaron si en esa etapa procesal 

era aplicable la jurisprudencia 2a./J. 153/2007, de rubro: "AMPARO CONTRA LEYES. LA AUTOLIQUIDACIÓN DE UNA 

CONTRIBUCIÓN NO ES UN ACTO IMPUTABLE A LAS AUTORIDADES EJECUTORAS, AUNQUE SÍ CONSTITUYE UN ACTO DE 

APLICACIÓN DE LA LEY A PARTIR DEL CUAL EMPIEZA A CORRER EL PLAZO PARA PROMOVER EL AMPARO.", para determinar 

si la autoliquidación es un acto de autoridad que deba ser materia de controversia en amparo. Mientras que uno estimó 

que los actos atribuidos a las autoridades ejecutoras no eran de autoridad, por lo que desde el auto inicial puede 

desecharse parcialmente la demanda respecto de aquéllas; el otro determinó que la aplicabilidad de esa jurisprudencia 

sólo podía determinarse en la audiencia constitucional, una vez que el Juez de Distrito contara con todos los elementos 

de prueba, de modo que no era una causa manifiesta e indudable de improcedencia y, por tanto, no se debió desechar la 

demanda. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad 

de México, determina que el hecho de que en amparo indirecto se atribuya a las autoridades exactoras la aplicación y 

cobro de un impuesto o derecho realizado a través de autoliquidación, no actualiza un motivo manifiesto e indudable de 

improcedencia para desechar la demanda respecto de los actos atribuidos a esas autoridades. 

Justificación: El auto inicial en amparo indirecto con motivo de una demanda en la que se atribuyó a las autoridades 

recaudadoras la aplicación y cobro de un impuesto o derecho realizado a través de autoliquidación, no es el momento 

para desechar la demanda y, por ende, es inaplicable la referida jurisprudencia 2a./J. 153/2007, pues en ésta no se 

examinó la actualización de una causal de improcedencia, sino la existencia (o inexistencia) del acto reclamado. 

En cambio, es aplicable la jurisprudencia 2a./J. 128/2002, que determina que la circunstancia de que las autoridades 

señaladas como responsables ejecutoras no hubieran aplicado la norma combatida, no es un motivo manifiesto e 

indudable de improcedencia para desechar la demanda de amparo, pues durante la tramitación del juicio, una vez que se 

cuente con las pruebas y los informes respectivos, podrá determinarse la existencia o inexistencia de los actos. 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 

DE MÉXICO 
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Contradicción de criterios 1/2024. Entre los sustentados por el Tercer y el Segundo Tribunales Colegiados, ambos en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito. 10 de abril de 2024. Tres votos de las Magistradas Rosa Elena González Tirado 

(presidenta) y María Amparo Hernández Chong Cuy y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas. Ponente: Magistrado Arturo 

Iturbe Rivas. Secretaria: Rosalba Janeth Rodríguez Sanabria. 

Criterios contendientes: 

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la queja 105/2022, 

y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la 

queja 266/2023. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 153/2007 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, agosto de 2007, página 367, con número de registro digital: 171860. 

La tesis de jurisprudencia 2a./J. 128/2002, de rubro: "AMPARO CONTRA LEYES HETEROAPLICATIVAS. LA CIRCUNSTANCIA 

DE QUE LAS AUTORIDADES SEÑALADAS COMO RESPONSABLES EJECUTORAS NO HUBIEREN APLICADO LA NORMA 

COMBATIDA, NO ES MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA PARA DESECHAR LA DEMANDA 

INTERPUESTA EN CONTRA DE LOS ACTOS DE EJECUCIÓN QUE SE LES IMPUTEN." citada, aparece publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, diciembre de 2002, página 235, con número de registro 

digital: 185450. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028881 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: IV.2o.T.13 L 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Laboral   

 

INCOMPETENCIA EN MATERIA LABORAL. SI LA PERSONA JUZGADORA LA ADVIERTE DE OFICIO, EL MOMENTO PROCESAL 

PARA DECRETARLA ES EN LA AUDIENCIA PRELIMINAR. 

 

Hechos: Un juzgado laboral local estimó que la actividad de la industria textil a que se dedica la empresa demandada se 

prevé en los artículos 123, apartado A, fracción XXXI, inciso a), número 1, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y 527, fracción II, de la Ley Federal del Trabajo y, por ende, correspondía conocer de la demanda al Tribunal 

Laboral Federal de Asuntos Individuales, en tanto que éste no aceptó la competencia, toda vez que advirtió que la 

autoridad oficiante no dio cumplimiento al artículo 701 de la Ley Federal del Trabajo, en el sentido de haber citado a las 

partes antes de declararse incompetente. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que si la persona juzgadora en materia laboral advierte de 

oficio su incompetencia, el momento procesal oportuno para decretarla es en la audiencia preliminar. 

Justificación: Los artículos 701, 703, 704, 873-E, inciso a) y 873-F, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, disponen que 

es en la audiencia preliminar el momento oportuno para depurar el procedimiento y resolver las excepciones dilatorias 

planteadas, entre la que se encuentra la competencia, que si bien pudiera ser que la persona juzgadora la advierta de 

oficio, es en dicha audiencia en que debe emitir su pronunciamiento, porque esa decisión eventualmente pondría fin al 

procedimiento; sin embargo, si existe duda por parte del juzgador para decidir el tema de competencia fuera de esa 

audiencia, por excepción podrá abrir un incidente, pero ello únicamente se verificaría después de haberse agotado la fase 

escrita del proceso y celebrado la audiencia preliminar, nunca antes. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. 

Conflicto competencial 4/2023. Suscitado entre el Quinto Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales, con sede en 

Monterrey y el Juzgado de lo Laboral, ambos del Estado de Nuevo León. 13 de septiembre de 2023. Unanimidad de votos. 

Ponente: Abel Anaya García. Secretaria: Nohelia Juárez Salinas.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028882 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: (X Región)4o.2 

A (11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Laboral   

 

INCREMENTO DE LA PENSIÓN POR CONTINUIDAD EN EL SERVICIO ACTIVO. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 

41, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE PENSIONES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE NAYARIT, 

ABROGADA. 

 

Hechos: Una persona pensionada promovió juicio contencioso administrativo en el que demandó del Fondo de Pensiones 

para los Trabajadores al Servicio del Estado de Nayarit, entre otras prestaciones, la nulidad del dictamen de pensión por 

jubilación, así como el incremento de su pensión con un estímulo consistente en un tres por ciento (3 %), en términos del 

artículo 41, fracción II, de la Ley de Pensiones para los Trabajadores al Servicio del Estado de Nayarit, abrogada; pretensión 

que fue declarada improcedente al estimar el tribunal resolutor que la accionante no demostró que materialmente 

hubiera realizado una solicitud previa para que fuera otorgada dicha prestación. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el artículo 41, fracción II, de la Ley de Pensiones para 

los Trabajadores al Servicio del Estado de Nayarit, abrogada, no prevé ninguna formalidad para la solicitud que debe 

realizar el trabajador, respecto a su deseo de continuar laborando y recibir alguno de los estímulos que dicho precepto 

prevé, por lo que acorde con su interpretación conforme y pro homine, debe considerarse que la satisfacción de ese 

requisito puede quedar acreditada con la solicitud verbal o mediante el consentimiento tácito de la patronal al permitir al 

trabajador la continuación de la prestación del servicio, no obstante que ya contaba con los requisitos para obtener el 

derecho a la jubilación. 

Justificación: Dicho artículo prevé la posibilidad de que el trabajador que cumpla los requisitos para obtener el derecho a 

la pensión, se encuentre en aptitud de continuar laborando y desee permanecer en activo, previa solicitud, pueda optar 

por recibir como estímulo el incremento en su pensión por jubilación de un tres por ciento por cada año acumulable de 

trabajo hasta por un periodo no mayor de cinco años; sin embargo, no establece ninguna formalidad respecto de la 

manera en que debe hacerse tal solicitud. Por ello, en atención a su naturaleza, debe ser interpretado conforme al 

principio pro persona contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 

al corpus iuris internacional de los derechos humanos, considerando que la temática planteada se relaciona con los 

alcances del derecho a la seguridad social, entendido como un derecho autónomo que deriva del artículo 26 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San José", cuyo contenido normativo incluye el derecho a no 

ser sometido a restricciones arbitrarias o poco razonables de la cobertura social existente. Conforme con ello, cabe 

interpretarlo en el sentido de que la existencia de la solicitud queda acreditada si se realizó verbalmente o inclusive 

mediante el consentimiento tácito de la patronal, al permitir la continuación de la prestación del servicio de la parte 

trabajadora que previamente había cumplido con los requisitos para obtener el derecho a la jubilación. Estimar lo 

contrario, es decir, que debe demostrarse necesariamente la presentación de una solicitud en un sentido material 
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(documental) constituye una interpretación restrictiva o poco razonable del derecho involucrado, al no tomarse en cuenta 

el contexto de continuidad laboral acreditada por la accionante y una limitación desproporcionada para acceder a los 

beneficios relacionados con el derecho a la seguridad social. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA DÉCIMA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN 

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA. 

Amparo directo 760/2022 (cuaderno auxiliar 370/2023) del índice del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto 

Circuito, con apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza. 7 de septiembre de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: José Elías Gallegos Benítez. 

Secretaria: Hatzidy Colunga González. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028883 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a. X/2024 (11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

INGRESO DE LA AUTORIDAD AL DOMICILIO SIN AUTORIZACIÓN JUDICIAL. PARA CONSIDERAR CONSTITUCIONAL EL 

CONSENTIMIENTO DEL HABITANTE, DEBE CONSTATARSE QUE EFECTIVAMENTE SE TRATÓ DE UN EJERCICIO LIBRE DEL 

DERECHO A LA PRIVACIDAD (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 290, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES). 

 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de secuestro agravado con base en pruebas obtenidas mediante el 

ingreso de la autoridad al inmueble donde estuvo resguardada la víctima. El ingreso se realizó sin orden de cateo, pues el 

Ministerio Público aseguró que obtuvo el consentimiento del propietario para ingresar al domicilio. La persona 

sentenciada promovió amparo directo por considerar inconstitucional el precepto aludido, que establece que el ingreso a 

un lugar cerrado sin orden judicial estará justificado cuando se realiza con el consentimiento de quien se encuentre 

facultado para otorgarlo. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que para considerar constitucional 

el supuesto previsto en el artículo 290, fracción II, del Código Nacional de Procedimientos Penales, que permite el ingreso 

de la autoridad a un domicilio con el consentimiento del habitante, debe constatarse que efectivamente se trató de un 

ejercicio libre del derecho a la privacidad. 

Justificación: El ingreso al domicilio sin orden judicial no es, en estricto sentido, una excepción a la orden de cateo, sino 

que se trata de una intromisión justificada, de manera limitada, que debe cumplir con determinados requisitos según las 

circunstancias del caso concreto. Las personas tienen derecho a la preservación de un grado de privacidad frente a las 

acciones de las autoridades. Por lo que hace al domicilio, al existir una expectativa de privacidad legítima y un grado de 

privacidad alto, la intromisión domiciliaria debe analizarse bajo un parámetro que tenga como objetivo principal 

comprobar la validez del consentimiento otorgado por el ocupante. Contrario a lo que sucede con la orden de cateo y la 

flagrancia, en el caso de la autorización del habitante del domicilio, su consentimiento es el elemento central del actuar 

de la autoridad implicada, pues sin él, el ingreso al domicilio se convierte en un acto de molestia injustificado, arbitrario y 

vedado por el artículo 16 constitucional. De ahí que las circunstancias en que se dio la autorización son esenciales para 

constatar la validez del consentimiento, pues las condiciones de hecho, como son las circunstancias de tiempo y lugar, el 

uso de fuerza policial o la situación de urgencia en que se presenta dicha intromisión, condicionan la voluntad de quien 

autoriza el ingreso a su domicilio. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 2880/2020. 29 de noviembre de 2023. Mayoría de tres votos de las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat y el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Ministros Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular 

voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jeannette Velázquez De La Paz. 
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Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028884 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 99/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. EL USO DE LENGUAJE BASADO EN ESTEREOTIPOS Y PREJUICIOS POR PARTE DE 

LA AUTORIDAD, AFECTA EL DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA. 

 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de homicidio cometido en agravio de una mujer, quien al momento de 

su muerte tenía diecinueve años y era estudiante. El Tribunal de Alzada modificó la sentencia sólo por la individualización 

de la pena, por lo que la madre de la víctima (víctima indirecta) promovió amparo directo en el que argumentó que ese 

órgano jurisdiccional no cumplió con la obligación de juzgar con perspectiva de género, lo que impidió reclasificar el delito 

a feminicidio. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque no advirtió una situación de 

violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, ameritara un método destinado a remediar un efecto 

discriminatorio por razón del sexo al que pertenece la víctima. Contra esta resolución la quejosa interpuso el recurso de 

revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el uso de lenguaje basado en 

estereotipos y prejuicios en los actos de autoridad afecta el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, por lo 

que toda la labor y las actuaciones de los agentes estatales que intervienen en casos de violencia de género debe ser libre 

de cualquier discurso u acción que revictimice a las partes. 

Justificación: En los asuntos Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco, Digna Ochoa y familiares, y González y otras 

("Campo Algodonero"), todos en contra de México, se condenó el uso de frases, prejuicios personales y estereotipos por 

parte de las autoridades, porque estas conductas afectan la objetividad de los funcionarios estatales encargados de 

investigar dichas denuncias, influyendo en su percepción para determinar si ocurrió o no un hecho de violencia, en su 

evaluación de la credibilidad de los testigos y de la propia víctima. Muchos de estos comentarios contienen un tinte 

misógino o machista que afecta el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. Más aún, en los casos en que su 

empleo por parte de los operadores jurídicos impide el desarrollo de investigaciones apropiadas y les niega, además, su 

derecho de acceso a la justicia. Por ejemplo, cuando se califica un delito como "pasional", se parte de un estereotipo que 

intenta romantizar y justificar la respuesta violenta que tienen los agresores contra las mujeres; asimismo, intenta desviar 

las demás líneas de investigación que podrían llevar a la verdad de lo acontecido. Este tipo de afirmaciones sólo 

responsabilizan a las víctimas de sus asesinatos y las culpabilizan ante la sociedad. De ahí que el uso de este tipo de 

estereotipos y prejuicios son incompatibles con la obligación de juzgar con perspectiva de género. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 1419/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 

derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 
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Tesis de jurisprudencia 99/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028885 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 95/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL. SU DISPOSICIÓN TRANSITORIA QUE DEROGA NORMAS RELACIONADAS CON LA 

APLICACIÓN DE BENEFICIOS PENITENCIARIOS, NO VULNERA EL DERECHO A LA REINSERCIÓN SOCIAL, A LA IGUALDAD Y 

NO DISCRIMINACIÓN, NI LOS PRINCIPIOS DE PROGRESIVIDAD Y DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY PENAL. 

 

Hechos: En un procedimiento de ejecución penal, una persona sentenciada por la comisión del delito de secuestro solicitó 

el beneficio de la libertad preparatoria con base en una norma local que estaba vigente en la época en que inició ese 

procedimiento, la cual no contempla restricciones para acceder a ese beneficio penitenciario. Sin embargo, el juez de 

ejecución le negó su petición, pues determinó que conforme al artículo cuarto transitorio de la Ley Nacional de Ejecución 

Penal, son aplicables al caso las disposiciones de este ordenamiento, las cuales no permiten conceder ese beneficio cuando 

la persona que lo solicita es sentenciada por el delito de secuestro. 

Inconforme con esa resolución, la persona solicitante promovió un juicio de amparo indirecto en el que impugnó la 

constitucionalidad de la referida disposición transitoria, pues consideró que es contraria a la reinserción social, vulnera el 

principio de no retroactividad, es discriminatoria y se trata de una disposición regresiva. En la sentencia de amparo se 

negó la protección constitucional y se reconoció la constitucionalidad del artículo transitorio reclamado. Por lo que la 

parte quejosa interpuso un recurso de revisión, que fue remitido por el Tribunal Colegiado a esta Suprema Corte para 

resolver el problema de constitucionalidad planteado. 

Criterio jurídico: El artículo cuarto transitorio de la Ley Nacional de Ejecución Penal tiene como propósito que los beneficios 

penitenciarios relativos a la remisión parcial de la pena, libertad preparatoria y sustitución de la pena, solicitados durante 

el procedimiento de ejecución, se rijan exclusivamente por los lineamientos contenidos en la norma nacional, pero no 

impide el acceso a los tratamientos individualizados que incentiven la reinserción de las personas sentenciadas en la 

sociedad. Además, es una norma que no contiene disposiciones regresivas sobre el nivel de protección del derecho 

humano a la libertad personal. Aunado a lo anterior, dicho precepto transitorio es compatible con el derecho a la igualdad 

porque no incluye distinciones injustificadas en su aplicación ni vulnera el principio de retroactividad de la ley penal, pues 

admite la aplicación de la ley que resulte más favorable a las personas sentenciadas para acceder a algún beneficio 

penitenciario. 

Justificación: El artículo cuarto transitorio de la Ley Nacional de Ejecución Penal establece que, a partir de su entrada en 

vigor, se derogan las normas contenidas en el Código Penal Federal y en las leyes especiales de la federación relativas a la 

remisión parcial de la pena, la libertad preparatoria y la sustitución de la pena durante la ejecución. Adicionalmente, señala 

que las entidades federativas deberán adecuar su legislación para derogar las normas relacionadas con dichos beneficios 

preliberacionales en el ámbito de sus respectivas competencias. 

Dicho precepto es compatible con el principio de reinserción social a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que su contenido no hace más que contribuir sistemáticamente a la 
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instauración de los objetivos vigentes del sistema penitenciario y permite el acceso de las personas sentenciadas a los 

tratamientos individualizados que son proporcionados en los centros de reclusión para desempeñar actividades laborales, 

educativas, de salud y deportivas que se consideran resocializadoras, y con ello evitar que vuelvan a delinquir. 

Además, es una norma que no contraviene el principio de progresividad que deriva del artículo 1o. de la Constitución, al 

no contener disposiciones restrictivas para las personas sentenciadas que se encuentran recluidas que signifiquen un 

retroceso en la protección al derecho humano a la libertad personal. 

La referida disposición transitoria no establece distinciones injustificadas a las personas a quienes son aplicables las 

normas locales previas a la vigencia de la Ley Nacional de Ejecución Penal, ni en torno a aquellas a quienes sí les resultan 

aplicables las reglas previstas en esta ley nacional. 

Incluso, el artículo transitorio en estudio prevé con claridad el momento en el que a las personas sentenciadas les son 

aplicables las disposiciones de las leyes anteriores a la vigencia de la Ley Nacional de Ejecución Penal y aquellas en quienes 

operan las reglas de esta última ley, pues dicho precepto debe leerse en relación con el artículo tercero transitorio del 

propio ordenamiento, cuyo contenido permite la aplicación de la ley que resulte más favorable, incluso retroactivamente, 

para acceder a algún beneficio penitenciario. 

Por ello, la referida disposición transitoria no es contraria a los principios de progresividad, igualdad y no discriminación, 

de aplicación de la ley penal más favorable a las personas, ni vulnera la reinserción social, los cuales derivan de los artículos 

1o., 14 y 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 66/2022. 8 de junio de 2022. Cinco votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 

su derecho a formular voto concurrente, así como de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló 

voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 

formuló voto concurrente, y la Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 

Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y Jonathan Santacruz Morales. 

Tesis de jurisprudencia 95/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028886 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 106/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

LIBERTAD ANTICIPADA. EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, AL PREVER QUE LOS 

SENTENCIADOS POR EL DELITO DE DELINCUENCIA ORGANIZADA NO GOZARÁN DE ESE BENEFICIO, NO VULNERA EL 

PRINCIPIO NON BIS IN IDEM, NI SE TRATA DE UNA PENA DE LAS PROHIBIDAS EN EL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL. 

 

Hechos: Una persona sentenciada por el delito de delincuencia organizada promovió amparo indirecto en el que reclamó 

la inconstitucionalidad del artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, que establece que no gozarán de la libertad 

anticipada los sentenciados en materia de delincuencia organizada, al aseverar que vulnera el principio non bis in idem y 

se trata de una de las penas prohibidas en términos del artículo 22 constitucional. Contra la sentencia que negó el amparo, 

interpuso recurso de revisión, el cual se remitió a este Alto Tribunal. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 141 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal, que restringe la concesión del beneficio de la libertad anticipada a la persona sentenciada 

por el delito de delincuencia organizada, no vulnera el principio non bis in idem y no dispone una de las penas prohibidas 

por el artículo 22 constitucional. 

Justificación: El principio non bis in idem, reconocido en el artículo 23 constitucional, prohíbe que el Estado juzgue dos 

veces a una persona con motivo de los mismos hechos delictivos. Dicho principio no se vulnera cuando se restringe a las 

personas sentenciadas por el delito de delincuencia organizada a acceder al beneficio de la libertad anticipada, ya que la 

persona Juzgadora de ejecución sólo verifica si pueden acceder a ese beneficio, lo cual no implica un juzgamiento de 

hechos delictivos o que se juzgue dos veces a la persona sentenciada por los mismos hechos delictivos como lo prohíbe el 

artículo 23 constitucional. Ahora bien, la libertad anticipada es un mecanismo para generar los resultados y fines previstos 

en el artículo 18, párrafo segundo, de la Constitución Federal, como son lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad 

y procurar que no vuelva a delinquir. Por lo que dicho mecanismo no implica de manera alguna una pena, sino que se 

trata de un beneficio a favor de la persona sentenciada que se actualiza en la etapa de ejecución de la pena que le fue 

impuesta como consecuencia del juzgamiento de una conducta delictiva; y de ahí que no se trata de alguna de las penas 

prohibidas por el artículo 22 constitucional. 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 464/2022. 10 de mayo de 2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra y de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: 

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 

Tesis de jurisprudencia 106/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 
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Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028887 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: VII.1o.C.11 C 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Común, Civil   

 

MEDIDAS PROVISIONALES DECRETADAS EN EL TRÁMITE DEL JUICIO ORDINARIO CIVIL. EN SU CONTRA PROCEDE EL 

RECURSO DE APELACIÓN, ANTES DE PROMOVER EL AMPARO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE 

LA LLAVE). 

 

Hechos: La persona quejosa reclamó en amparo indirecto la resolución que decretó una medida provisional en el trámite 

del juicio ordinario civil; esto es, se trata de un acto dentro del juicio (no una medida o acto prejudicial). La persona 

juzgadora determinó que en su contra procedía el recurso de revocación, para agotar el principio de definitividad. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que contra las medidas provisionales decretadas en el 

trámite del juicio ordinario civil, procede el recurso de apelación, antes de promover el amparo. 

Justificación: Conforme al artículo 509 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz de Ignacio de la 

Llave, el recurso de apelación procede contra los autos que causan daño irreparable en la sentencia. El gravamen que 

pudiera ocasionarse con una medida provisional emitida durante el trámite del juicio ordinario civil, no se repararía en la 

sentencia definitiva, porque en ésta se analizaría si se acreditaron las acciones y excepciones, pero no la legalidad de 

aquélla. Por tanto, si no se agota dicho recurso ordinario antes de acudir al juicio de amparo, no se cumple con el principio 

de definitividad, lo que actualiza la causa de improcedencia prevista en la fracción XVIII del artículo 61 de la Ley de Amparo. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

Queja 314/2023. 28 de noviembre de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Lucio Huesca Ballesteros, secretario de 

tribunal autorizado por el Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del 

artículo 174, párrafo segundo, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reglamenta la 

carrera judicial, en relación con el diverso 30 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Martín 

Ramón Brunet Garduza. 

Amparo en revisión 422/2022. 23 de enero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Nadia Villanueva Vázquez. Secretario: 

Bernardo Hernández Ochoa. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028888 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: PR.A.C.CN. J/12 

A (11a.) 

 

Instancia: Plenos 

Regionales 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Administrativa   

 

NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 69-B, PÁRRAFO CUARTO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN. ES VÁLIDA SI SE REALIZA DE MANERA PERSONAL A LA PERSONA CONTRIBUYENTE QUE NO TENGA 

HABILITADO SU BUZÓN TRIBUTARIO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar la forma en 

que debe notificarse a la persona contribuyente la resolución aludida, cuando no se encuentre habilitado el buzón 

tributario. Mientras que uno consideró que con la notificación personal se le permitió imponerse de su contenido; el otro 

la estimó ilegal porque debía efectuarse por estrados. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad 

de México, determina que es válida la notificación personal de la resolución que pone fin al procedimiento previsto en el 

artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, cuando el buzón tributario no esté habilitado por la persona 

contribuyente. 

Justificación: De acuerdo con los artículos 17-K y 69-B del código mencionado, así como con la regla 2.2.7 de la Resolución 

Miscelánea Fiscal para 2018, la autoridad fiscal debe notificar la resolución que pone fin al procedimiento relativo a la 

presunción de inexistencia de operaciones por medio del buzón tributario, y si éste no se encuentra habilitado por la 

persona interesada, procederá la notificación por estrados. Sin embargo, si la notificación se realiza de manera personal 

no puede considerarse una irregularidad que afecte las defensas del contribuyente, siempre que se sigan las formalidades 

previstas en la ley. 

De la doctrina jurisprudencial del Alto Tribunal y la interpretación principialista y sistemática de los preceptos relacionados 

con los tipos de notificaciones a que alude el Código Fiscal de la Federación, se advierte que la notificación personal 

garantiza que la persona destinataria tenga conocimiento de la determinación a notificar y no la coloca en una situación 

de desventaja comparada con la que derivaría de la notificación por estrados. 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 

DE MÉXICO 

Contradicción de criterios 280/2023. Entre los sustentados por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 18 de abril de 2024. 

Tres votos de las Magistradas Silvia Cerón Fernández y Adriana Leticia Campuzano Gallegos y del Magistrado Alejandro 

Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrada Adriana Leticia Campuzano Gallegos. Secretario: José Miguel Alvarez Muñoz. 

Criterios contendientes: 
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El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

237/2023, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, 

al resolver el amparo directo 159/2021. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028889 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: XVII.1o.P.A.29 

A (11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Administrativa   

 

PENSIÓN PARA EL BIENESTAR DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES. SU PAGO ÚNICAMENTE PUEDE SER RETENIDO O 

SUSPENDIDO POR LAS CAUSAS PREVISTAS EN EL ACUERDO POR EL QUE SE EMITEN LAS REGLAS DE OPERACIÓN DEL 

PROGRAMA RELATIVO, RESPETANDO EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA DE LA PERSONA BENEFICIARIA. 

 

Hechos: En amparo indirecto, una beneficiaria del Programa de Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores 

reclamó la omisión del pago de cuatro bimestres. La autoridad responsable argumentó que el pago se retuvo por la 

institución bancaria debido al cambio del medio de cobro y por cancelación de la cuenta, tarjeta con reporte de robo, 

extravío de la tarjeta o cuenta no vinculada con el registro; motivos que no se notificaron a aquélla. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito establece que el pago de la pensión para el bienestar de las personas 

adultas mayores únicamente puede ser retenido o suspendido por las causas contenidas en el acuerdo por el que se 

emiten las reglas de operación del programa relativo, respetando el derecho de audiencia previa de la persona 

beneficiaria. 

Justificación: La pensión para el bienestar de las personas adultas mayores es un derecho fundamental contenido en el 

artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo objetivo es mejorar la situación de 

protección social de toda la población adulta mayor que cumpla la edad de sesenta y cinco años o más, mexicana por 

nacimiento o naturalización y con domicilio actual en la República Mexicana, a través de apoyos económicos, cuyo pago 

únicamente puede ser suspendido o retenido por alguna de las causas previstas en el apartado 3.7 del Acuerdo por el que 

se emiten las Reglas de Operación del Programa Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores para el 

ejercicio fiscal 2021, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de diciembre de 2020, para lo cual la autoridad 

encargada del manejo del programa social debe hacer del conocimiento del beneficiario el motivo de la suspensión, a fin 

de respetar su derecho de audiencia previa, y en caso de que la retención o suspensión no sea imputable al 

derechohabiente, previa aclaración, se le deberán reexpedir las pensiones dejadas de pagar. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 1307/2022. Delegado de Programas para el Desarrollo en el Estado de Chihuahua. 15 de febrero de 

2024. Unanimidad de votos. Ponente: José Martín Hernández Simental. Secretaria: Yurivia Miranda Hernández. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028890 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: PR.P.T.CS. J/3 L 

(11a.) 

 

Instancia: Plenos 

Regionales 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Laboral   

 

PENSIÓN POR VIUDEZ OTORGADA A QUIEN LA SOLICITÓ ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL CON UN 

ACTA DE MATRIMONIO; SI EN POSTERIOR JUICIO DE SEGURIDAD SOCIAL SE DECLARA COMO BENEFICIARIA A UNA 

PERSONA DIFERENTE. NO CONSTITUYE UN ERROR DEL ENTE ASEGURADOR, SI SU ACTUACIÓN SE CIÑÓ A SU MARCO 

NORMATIVO, QUE SE RIGE POR EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar el 

otorgamiento de la pensión por viudez. Mientras que uno determinó que debía pagarse a quien se le declaró beneficiaria 

en el juicio de seguridad social a partir del fallecimiento del trabajador, no obstante que entre el fallecimiento y la emisión 

de la sentencia, el Instituto hubiera cubierto la misma pensión a una diversa persona; el otro sostuvo que el pago a la 

persona beneficiaria debe hacerse a partir de la fecha de emisión del fallo y no antes, pues el Instituto se limitó a resolver 

con los elementos de prueba que tenía en ese momento.  

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de 

México, determina que mientras el Instituto Mexicano del Seguro Social actúe bajo el marco legal vigente en la fecha de 

la solicitud y verifique el cumplimiento de los requisitos relativos, la concesión de una pensión por viudez no puede 

considerarse un error que con posterioridad, en un juicio de seguridad social, se resuelva que es otra persona la 

beneficiaria de la mencionada pensión.  

Justificación: Los artículos 251, fracciones IV, XIII y XXXVII, 263 y 264, fracciones III, XIV y XVII, de la Ley del Seguro Social 

y 31, fracciones IV y XX, del Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social, establecen que el Instituto tiene, 

dentro de sus facultades, establecer los procedimientos para la obtención de pensiones, potestad que en el citado 

reglamento es delegada al Consejo Técnico a través de acuerdos emitidos por dicho órgano.   

Así, en el trámite del otorgamiento de pensión por viudez, en tanto el ente asegurador lleve a cabo dicho procedimiento 

con base en lo previsto en el acuerdo que se encuentre vigente al momento de la solicitud correspondiente, bastará para 

considerar que éste no actuó de manera errónea, sino que lo hizo acatando la norma aplicable y bajo el principio de 

legalidad.  

PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE 

MÉXICO 

Contradicción de criterios 36/2024. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 

de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz de Ignacio de la Llave (en auxilio del Primer Tribunal Colegiado del 

Vigésimo Séptimo Circuito) y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito. 3 de abril de 2024. 

Tres votos de las Magistradas Rosa María Galván Zárate y María Enriqueta Fernández Haggar y del Magistrado Héctor Lara 

González. Ponente: Magistrada María Enriqueta Fernández Haggar. Secretaria: Lucina Bringas Calvario.  
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Tesis y/o criterios contendientes:   

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 358/2016, el cual 

dio origen a la tesis aislada VII.2o.T.126 L (10a.), de rubro: "PENSIÓN DE VIUDEZ. ANTE LA COEXISTENCIA DE VARIAS ACTAS 

DE MATRIMONIO, EL PAGO RESPECTIVO DEBE HACERSE A PARTIR DE LA FECHA EN QUE SE DICTE EL LAUDO QUE 

ESTABLEZCA CUÁL DE ÉSTAS MERECE MAYOR VALOR PROBATORIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

del viernes 4 de agosto de 2017 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 

Libro 45, Tomo IV, agosto de 2017, página 2979, con numero de registro digital: 2014849, y   

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 

Veracruz de Ignacio de la Llave, al resolver el amparo directo 435/2022 (cuaderno auxiliar 464/2023). 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028891 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 98/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

PERSPECTIVA DE INTERSECCIONALIDAD. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE ANALIZAR LOS MÚLTIPLES FACTORES DE 

VULNERABILIDAD DE LA VÍCTIMA CUANDO SE ALEGUE QUE LA MUERTE DE UNA MUJER FUE DE FORMA VIOLENTA. 

 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de homicidio cometido en agravio de una mujer, quien al momento de 

su muerte tenía diecinueve años y era estudiante. El Tribunal de Alzada modificó la sentencia sólo por la individualización 

de la pena, por lo que la madre de la víctima (víctima indirecta) promovió amparo directo en el que argumentó que ese 

órgano jurisdiccional no cumplió con la obligación de juzgar con perspectiva de género, lo que impidió reclasificar el delito 

a feminicidio. El Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque no advirtió una situación de 

violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, ameritara un método destinado a remediar un efecto 

discriminatorio por razón del sexo al que pertenece la víctima. Contra esta resolución la quejosa interpuso el recurso de 

revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la interseccionalidad es parte 

de las obligaciones jurisdiccionales en casos donde se alegue que la muerte de una mujer fue de forma violenta. Ello 

implica que deben tomarse en cuenta los elementos de vulnerabilidad del caso, sin que estas intersecciones puedan ser 

argumentos para desaplicar los estándares en materia de derechos humanos y género. 

Justificación: La perspectiva interseccional es la confluencia de múltiples factores de vulnerabilidad y riesgos de 

discriminación. Es una forma de ilustrar las diferentes manifestaciones y dimensiones en las que esos elementos afectan 

la experiencia de vida de ciertos grupos, en la que se incluyen todos los obstáculos para dar una respuesta integral a ellos, 

por lo que debe referirse en los casos donde se advierte que una de las partes tiene en su identidad algún elemento que 

propicia su vulnerabilidad. Por ejemplo, que sea un hombre con orígenes indígenas, una adolescente con discapacidad o 

en los casos relacionados con violencia de género. Es decir, si se identificó que una víctima formaba parte de cierto grupo 

etario, profesión, orientación sexual, sexo, discapacidad, entre otros, la argumentación debe reconocer estos obstáculos. 

Cuando la interseccionalidad se convierte en un método de análisis, se tiene un acercamiento más crítico a las experiencias 

de los grupos que históricamente fueron invisibilizados y ayuda a erradicar los obstáculos para acceder a una justicia en 

un plano de equidad. La forma en que se complementa con la perspectiva de género en las decisiones judiciales inicia con 

el reconocimiento de esos factores para que haya un acceso integral a la justicia. En los casos donde se alega que la muerte 

de una mujer fue de forma violenta, el análisis de los puntos que intersecaron en ese grupo vulnerable es parte de las 

obligaciones de la autoridad, ya que conforme a las obligaciones constitucionales y convencionales en la materia, tanto la 

visión de género como la interseccional, son obligatorias. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 1419/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 
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derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 

Tesis de jurisprudencia 98/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028892 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 88/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Civil, 

Constitucional 

  

 

PROCEDIMIENTO ESPECIAL SOBRE CONTROVERSIA DE VIOLENCIA FAMILIAR. IMPONER COMO MEDIDAS DE 

RESTABLECIMIENTO Y RESTAURACIÓN CUALQUIER MÉTODO DESTINADO A RESOLVER EXTRAJUDICIALMENTE LA 

SITUACIÓN, TALES COMO LOS MÉTODOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS Y TERAPIAS PSICOLÓGICAS, 

ES CONTRARIO A LOS DERECHOS DE ACCESO A LA JUSTICIA Y A VIVIR UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, ASÍ COMO EL DE 

DEBIDA DILIGENCIA. 

 

Hechos: Una mujer por su propio derecho y en representación de su hija menor de edad promovió un procedimiento 

especial sobre controversia de violencia familiar en contra de su expareja en el que solicitó medidas de protección, al 

alegar que eran víctimas de violencia en sus vertientes física, psicológica y patrimonial. En primera instancia se consideró 

que no estaba probada la violencia familiar y se decretó, como medida para restablecer la paz y el orden familiar, que las 

partes debían acudir a terapia psicológica y, como medida de restauración de las relaciones familiares, que la actora y el 

demandado acudieran a sesiones de justicia restaurativa familiar; determinación que fue confirmada en apelación. Contra 

la sentencia, la actora promovió juicio de amparo directo en el que adujo que la autoridad responsable no cumplió con su 

obligación de juzgar con perspectiva de género, el amparo se negó. Inconforme, interpuso revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que, dentro de un juicio en el que 

se alega violencia familiar, imponer a las partes acudir a cualquier método destinado a resolver extrajudicialmente la 

situación, tales como los métodos alternativos de solución de controversias y terapias psicológicas, resulta contrario al 

derecho de acceso a la justicia y a vivir una vida libre de violencia, así como el de debida diligencia. 

Justificación: Ante las desiguales condiciones de poder entre hombres y mujeres, cualquier método orientado a resolver 

extrajudicialmente casos de violencia contra las mujeres, únicamente las perjudica por encontrarse en una situación de 

desventaja y desigualdad frente al agresor o posible agresor, obstaculizando su derecho de acceder a la justicia, en 

específico, a acceder y obtener una eventual sanción del agresor y reparación del daño, y a su derecho a vivir libre de 

violencia; así como resultan contrarias al deber de debida diligencia de los órganos jurisdiccionales en casos de violencia. 

Además de no llevar a ningún fin práctico, aumenta el riesgo físico y emocional de las mujeres, pues quienes organizan o 

supervisan dichos métodos podrían no estar familiarizados con los métodos de amenaza y control psicológicos que los 

maltratadores utilizan y, al obligar a la víctima a convivir con el posible agresor, puede dar lugar a nuevas violaciones de 

sus derechos. Por otro lado, dichas medidas parten de un estigma y presión social para mantener unidas a las familias, así 

como de la actitud por parte de las autoridades de minimizar los actos de violencia familiar por considerarlo como un 

asunto privado, buscando además disuadir a la víctima de continuar con el procedimiento mediante la reconciliación de 

la mujer con su agresor. Aunado a ello, la imposición de estas medidas resulta frontalmente contraria al deber de debida 

diligencia en casos de violencia, conforme al cual el órgano jurisdiccional debe prevenir la violencia y proteger a las 

personas que sufren sus consecuencias; por lo que, al dictar medidas de protección, deben buscar resguardar a las posibles 

víctimas de sufrir nuevas violencias y hacer efectivo su derecho a denunciar los actos que se han cometido en su contra. 
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Por ello, si se imponen medidas que exponen y obligan a la víctima a convivir con su posible agresor, como lo es acudir a 

sesiones de justicia restaurativa que constituye un método alternativo de solución de controversias y a terapia psicológica 

en lugar de buscar protegerla de nuevas violencias, se propicia que el posible agresor hostigue, amenace, intimide o dañe 

a la víctima, riesgo que se acrecenta si dichas medidas derivan de un procedimiento instaurado en su contra, lo que podría 

ocasionar venganza o actos de represalia. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 2622/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 

Tesis de jurisprudencia 88/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028893 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 93/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Civil, 

Constitucional 

  

 

PROCEDIMIENTOS DE GUARDA Y CUSTODIA. PARA RESOLVERLOS CONFORME AL INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ, NO 

ES OBSTÁCULO QUE LA LEGISLACIÓN OMITA DETERMINADAS MODALIDADES. 

 

Hechos: Los abuelos paternos y maternos de unas personas menores de edad convinieron ejercer la custodia compartida 

sobre ellos tras la muerte de sus padres, no obstante, los abuelos maternos promovieron juicio solicitando la custodia 

exclusiva. En primera instancia, la persona Juzgadora familiar determinó conceder la custodia a ambas parejas de abuelos 

de forma compartida, pero, en apelación, la Sala revocó la sentencia concediendo la custodia exclusiva a los abuelos 

maternos. Inconformes con esto, los abuelos paternos promovieron juicio de amparo directo en el que se les concedió la 

protección de la justicia federal para efecto de que la Sala responsable estableciera un régimen de custodia compartida. 

Contra esta resolución, los abuelos maternos interpusieron recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que, al momento de establecer el 

régimen de custodia, la autoridad jurisdiccional deberá atender exclusivamente al interés superior de la niñez en el caso 

concreto, sin que sea obstáculo que la legislación aplicable no prevea de forma expresa todas las posibles modalidades de 

custodia. Asimismo, deberá evitar la aplicación de cualquier presunción abstracta sobre la idoneidad o incompatibilidad 

de una modalidad determinada de custodia. 

Justificación: El interés superior de la niñez es el eje rector para determinar cómo debe operar la institución de guarda y 

custodia, por ello no es dable argumentar que determinado régimen de custodia, ya sea en su modalidad compartida o 

exclusiva, resulta prima facie incompatible con los derechos humanos, pues generaría una presunción absoluta en favor 

de determinado régimen, obligando a la persona juzgadora a resolver conforme a dicha presunción, liberándola del deber 

de ponderar las circunstancias específicas del caso y resolver conforme al interés superior de la niñez. Por tanto, las 

autoridades jurisdiccionales velarán por la implementación de manera efectiva del concepto de responsabilidad parental 

como un cambio de paradigma que marca la transición desde un modelo de patria potestad centrado en los derechos de 

las personas adultas hacia un enfoque que prioriza el interés de las personas menores de edad. En consecuencia, los 

tribuales deberán incorporar las siguientes directrices para garantizar la plena satisfacción de los derechos humanos de 

niñas, niños y adolescentes en procedimientos relacionados con la responsabilidad parental, especialmente en lo 

referente a la custodia, las cuales se destacan de forma enunciativa. La implementación plena del modelo de 

responsabilidad parental requiere que los tribunales se enfoquen en los derechos e intereses de las personas menores de 

edad, evitando que las disputas entre los progenitores afecten el deber de velar por el interés superior de la niñez. Esta 

obligación es independiente de la naturaleza del juicio o la instancia, exigiendo a los tribunales corregir desviaciones de 

estos principios de manera inmediata, sin importar cómo los progenitores planteen la disputa. Los tribunales deben utilizar 

todas las herramientas disponibles, incluyendo la participación directa de las personas menores de edad en los 

procedimientos, así como mecanismos de representación coadyuvante y en suplencia cuando sea necesario. El criterio 

determinante para la custodia debe ser el que garantice el máximo bienestar de las personas menores de edad, sin recurrir 
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a estereotipos relacionados con el género, edad, condición socioeconómica u otras circunstancias, eliminando toda noción 

preconcebida sobre la idoneidad de un modelo de custodia, asegurando que los tribunales evalúen las circunstancias 

específicas de cada caso. Además, debe resaltarse que la coparentalidad se concibe como un derecho de las personas 

menores de edad a convivir y ser cuidados por ambos progenitores, destacando la importancia de crear una estructura 

que fomente la participación continua y significativa de los padres en la crianza, libre de estereotipos y considerando las 

capacidades individuales de cada responsable. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 3113/2022. 9 de agosto de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 

de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 

Tesis de jurisprudencia 93/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028894 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: PR.A.C.CN. J/11 

A (11a.) 

 

Instancia: Plenos 

Regionales 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Administrativa   

 

PRECLUSIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

ES APLICABLE SUPLETORIAMENTE A LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar si en el juicio 

contencioso administrativo de la Ciudad de México es aplicable la regla de preclusión contenida en la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo. Mientras que uno sostuvo que sí es aplicable, el otro estimó lo contrario. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materias Administrativa y Civil de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad 

de México, determina que la preclusión regulada en el artículo 52 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo es aplicable supletoriamente a la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, de manera que 

tratándose de sentencias que ordenen la reposición del procedimiento o el dictado de un nuevo acto, precluirá la 

oportunidad de la autoridad demandada para hacerlo transcurridos cuatro meses a partir de que el fallo haya quedado 

firme. 

Justificación: El antepenúltimo párrafo del artículo 52 citado establece que cuando no se dicte una nueva resolución en 

cumplimiento de una sentencia de nulidad para efectos en la vía ordinaria dentro de los cuatro meses siguientes a que el 

fallo quede firme, precluirá la oportunidad de la autoridad demandada para hacerlo, con excepción de los casos en que la 

parte actora tenga derecho a la emisión de la nueva resolución. De acuerdo con la doctrina jurisprudencial de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación sobre la supletoriedad de normas, así como con la interpretación de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo y de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de México (anteriormente 

Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal), se satisfacen los requisitos para aplicar 

la referida norma de manera supletoria a la legislación de la Ciudad de México, puesto que: 1) se prevé la supletoriedad 

de la ley federal, 2) no se señala algún remedio por la conducta omisiva de la autoridad demandada, y 3) la preclusión es 

compatible con los principios rectores del juicio de nulidad local, para garantizar la eficacia de las sentencias y la seguridad 

jurídica para las personas particulares, a la luz de los derechos a la tutela judicial efectiva y de acceso a la justicia. 

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 

DE MÉXICO 

Contradicción de criterios 272/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Sexto y Décimo Segundo, ambos 

en Materia Administrativa del Primer Circuito. 18 de abril de 2024. Tres votos de las Magistradas Silvia Cerón Fernández y 

Adriana Leticia Campuzano Gallegos y del Magistrado Alejandro Villagómez Gordillo. Ponente: Magistrada Adriana Leticia 

Campuzano Gallegos. Secretaria: Anaid López Vergara. 

Criterios contendientes: 
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El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

92/2023, y el diverso sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

al resolver el amparo directo 455/2021. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028895 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a. XI/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Administrativa   

 

PRESCRIPCIÓN DEL CRÉDITO FISCAL. SE INTERRUMPE CON LA INTERPOSICIÓN DE MEDIOS DE DEFENSA CON LOS QUE 

SE RECONOCE EXPRESA O TÁCITAMENTE LA EXISTENCIA DEL CRÉDITO. 

 

Hechos: En dos mil doce una empresa recibió una determinación de un crédito fiscal. Inconforme con ello, la empresa 

interpuso un recurso de revocación que, al resolverlo, la autoridad hacendaria confirmó su validez. En consecuencia, la 

empresa promovió un juicio de nulidad que se resolvió en dos mil catorce y confirmó la validez del crédito. En contra de 

esa sentencia, la empresa promovió un juicio de amparo en el que se le negó la protección constitucional. La empresa 

acudió al recurso de revisión y, en dos mil quince, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación desechó 

tal recurso de revisión. 

En dos mil diecisiete, la autoridad hacendaria rechazó la garantía del crédito fiscal que le ofreció la empresa. En contra de 

ese rechazo, la empresa intentó un juicio de nulidad que se desechó en dos mil dieciocho. 

En dos mil veinte, la autoridad hacendaria emitió un mandamiento de ejecución y requerimiento de pago para hacer 

efectivo el crédito fiscal. Por ello, la empresa interpuso un recurso de revocación en contra de ese mandamiento y, al 

resolver el recurso, la autoridad hacendaria confirmó la validez del acto de ejecución. 

Ese mismo año de dos mil veinte, la empresa promovió un juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa en el que alegó que ya había prescrito el crédito fiscal de dos mil doce porque el artículo 146 del Código 

Fiscal de la Federación señala que los créditos fiscales se extinguen por prescripción en el término de cinco años. El referido 

tribunal resolvió que no se configuró la prescripción porque la empresa reconoció la existencia del crédito fiscal al 

promover distintos medios de defensa relacionados con el mismo y su ejecución. 

En desacuerdo con esa decisión, la empresa promovió un juicio de amparo en el que argumentó que el artículo 146 del 

Código Fiscal de la Federación viola el principio de seguridad jurídica, al no definir los supuestos para que se considere 

existente un reconocimiento del crédito fiscal por parte del contribuyente que interrumpa el término de su prescripción. 

El Tribunal Colegiado del conocimiento negó el amparo, por lo que la empresa interpuso un recurso de revisión cuyo 

conocimiento correspondió conocer a la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Criterio jurídico: El Código Fiscal de la Federación señala que el plazo de la prescripción de un crédito fiscal se interrumpe 

cuando la persona contribuyente reconoce expresa o tácitamente su existencia. Eso ocurre en cada ocasión en la que la 

persona interpone medios de defensa en contra del crédito o su ejecución, de los que se desprenda que reconoce expresa 

o tácitamente la existencia del crédito. Así, la norma respeta el principio de seguridad jurídica porque permite a las 

personas saber que el reconocimiento de la existencia del crédito interrumpe su prescripción, sin que se requiera la 

previsión de un catálogo de supuestos para ello. Dicha interrupción puede darse tantas veces como la persona acuda a 
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medios de defensa en contra del crédito o actos derivados de éste si en los medios de defensa expresa que conoce el 

crédito o pueda deducirse que lo conoce. 

Justificación: En la doctrina del derecho fiscal se contemplan dos tipos de reconocimientos sobre la existencia de créditos 

para renunciar a la prescripción o interrumpir el plazo para que ésta se configure. El primer tipo es el expreso, el cual 

opera cuando el contribuyente lo reconoce, sin lugar a duda, mediante la expresión oral o escrita por medio de cualquier 

tecnología o signos inequívocos de la voluntad. El segundo tipo es el tácito, que subyace cuando sin mencionar nada al 

respecto, existan hechos indudables que presupongan su conocimiento sobre la existencia del crédito o permitan 

deducirlo. 

En ese sentido, si una persona promueve un medio de defensa en el que expresamente reconoce los créditos fiscales o 

del que pueda deducirse que conoce su existencia, se produce la misma consecuencia jurídica, que es la interrupción del 

plazo para la prescripción de esos créditos. 

En efecto, de acuerdo con el contenido del artículo 146 del Código Fiscal de la Federación, la prescripción de un crédito 

fiscal puede interrumpirse con el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto de su existencia. 

Por tanto, el referido precepto respeta el principio de seguridad jurídica, pues permite saber a las personas que cada vez 

que reconozcan la existencia de un crédito fiscal a su cargo se interrumpe el plazo para su prescripción, sin importar si el 

reconocimiento deriva de la interposición de un medio de defensa, pues lo relevante es que quede de manifiesto ese 

reconocimiento, lo cual no requiere de un catálogo de actos o hechos que puedan clasificarse como constitutivos de dicho 

reconocimiento porque existe una variedad de supuestos aceptables que conducen a actualizarlo; de manera que su 

configuración requiere del análisis de cada caso en particular. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 4124/2023. Proyectos y Construcciones Sur, S.A. de C.V. 6 de diciembre de 2023. Mayoría de 

tres votos de la Ministra y los Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Disidentes: Ministra Loretta Ortiz Ahlf y Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 

particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028896 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: VII.2o.T.24 L 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Laboral   

 

PRESCRIPCIÓN EN MATERIA LABORAL BUROCRÁTICA EN EL ESTADO DE VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE. NO SE 

INTERRUMPE CON LA PROMOCIÓN DE UN EXPEDIENTE PARAPROCESAL EN EL QUE SÓLO SE INSTE EL RECONOCIMIENTO 

DE BENEFICIARIO DE UNA PERSONA TRABAJADORA FALLECIDA, NO EL RECLAMO DE PRESTACIONES DE ÍNDOLE 

ECONÓMICA AL PATRÓN. 

 

Hechos: Los beneficiarios de una persona trabajadora fallecida promovieron amparo directo contra un laudo absolutorio 

en el que el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del Estado de Veracruz estimó prescrita la acción 

intentada en su demanda laboral. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que los plazos para la configuración de la prescripción en 

materia laboral burocrática en el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave no se interrumpen con la promoción de un 

expediente paraprocesal en el que la promovente sólo inste el reconocimiento de su carácter de beneficiaria de una 

persona trabajadora fallecida, no el reclamo de prestaciones de índole económico al patrón. 

Justificación: El artículo 105 de la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz establece que la prescripción se 

interrumpe por la sola presentación de la demanda ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, o cuando la persona 

a cuyo favor corre reconozca el derecho que le es exigible. Dicha hipótesis se actualiza, siempre que se demande la 

prestación por la cual el patrón opone la excepción de prescripción, ya que ello permite que ésta pueda analizarse a la luz 

de la fecha en que se promovió la acción con aquella que la demandada invoque en su favor. El expediente paraprocesal 

en el que la promovente sólo insta el reconocimiento de su carácter de beneficiaria de los derechos laborales de una 

persona trabajadora fallecida, no tiene el alcance de interrumpir la prescripción que opone el patrón en el juicio ordinario 

en que aquélla le demanda el pago de ciertas prestaciones de índole económica, porque la persona actora no las pidió en 

aquél, sino hasta la demanda ordinaria laboral, sin que  pueda estimarse que con la promoción de dicho expediente se 

preparó el reclamo de las prestaciones económicas, ya que desde un inicio procedía su reclamo en un procedimiento 

contencioso. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 

Amparo directo 983/2022. 1 de febrero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: 

Silvia Valeska Soberanes Sánchez.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028897 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: I.8o.T.27 L (11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Laboral   

 

PRESCRIPCIÓN EN MATERIAL LABORAL. SE INTERRUMPE POR LA PRESENTACIÓN ELECTRÓNICA DE LA SOLICITUD DE 

CONCILIACIÓN PREJUDICIAL, AUN CUANDO NO SE ADJUNTE LA IDENTIFICACIÓN OFICIAL DE LA PERSONA 

TRABAJADORA NI SE RATIFIQUE. 

 

Hechos: En un procedimiento ordinario la persona trabajadora demandó su reinstalación y salarios vencidos. La 

demandada opuso la excepción de prescripción en términos del artículo 518 de la Ley Federal del Trabajo, con el 

argumento de que ésta se interrumpió hasta que el actor proporcionó su identificación oficial al Centro de Conciliación 

Laboral, por haberse presentado electrónicamente la solicitud. La persona juzgadora declaró improcedente esa excepción 

al considerar que con la presentación de la solicitud de conciliación se interrumpió la prescripción. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la presentación electrónica de la solicitud de 

conciliación prejudicial interrumpe la prescripción, sin que para ello sea obstáculo que no se haya adjuntado la 

identificación oficial de la persona trabajadora ni ratificado. 

Justificación: La reforma a la Ley Federal del Trabajo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de mayo de 2019, 

estableció la obligación de que antes de acudir a los tribunales, los trabajadores y patrones asistan al Centro de 

Conciliación para el procedimiento correspondiente, con excepción de los supuestos legales en que se exime agotarla. En 

términos del artículo 684-E, fracciones I y II, de la citada ley, el procedimiento de conciliación se iniciará con la presentación 

de la solicitud firmada por el solicitante, a la que se le agregará copia de la identificación oficial a que hace referencia la 

fracción I del diverso 684-C, la cual puede realizarse de manera personal o vía electrónica. Por su parte, conforme a los 

artículos 518 y 521, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, prescriben en 2 meses las acciones de los trabajadores que 

sean separados del trabajo, la cual corre a partir del día siguiente a la fecha de la separación; sin embargo, este plazo se 

suspenderá a partir de la fecha de presentación de la solicitud de conciliación y se reanudará al día siguiente en que se 

actualice cualquiera de las hipótesis previstas en el segundo de los preceptos indicados, esto es, a partir del día siguiente 

al en que el Centro de Conciliación expida la constancia de no conciliación o, en su caso, se determine el archivo del 

expediente por falta de interés de parte. Por tanto, la sola presentación de la solicitud de conciliación prejudicial 

interrumpe la prescripción, en términos del artículo 521, fracción III, aludido, con independencia de que se hubiese 

adjuntado la identificación oficial del solicitante o fuera ratificada, en caso de presentarse electrónicamente, pues de las 

normas referidas no se advierte que esos requisitos sean necesarios para interrumpirla. 

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 492/2023. 9 de febrero de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Rebeca Patricia Ortiz Alfie. Secretario: 

Gustavo Sánchez Fierros.  
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Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028898 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 92/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Civil   

 

PRINCIPIOS DE RESPONSABILIDAD PARENTAL. SU APLICACIÓN EN LOS PROCEDIMIENTOS JURISDICCIONALES DE 

GUARDA Y CUSTODIA. 

 

Hechos: Los abuelos paternos y maternos de unas personas menores de edad convinieron ejercer la custodia compartida 

sobre ellos tras la muerte de sus padres, no obstante, los abuelos maternos promovieron juicio solicitando la custodia 

exclusiva. En primera instancia, la persona Juzgadora familiar determinó conceder la custodia a ambas parejas de abuelos 

de forma compartida, pero, en apelación, la Sala revocó la sentencia concediendo la custodia exclusiva a los abuelos 

maternos. Inconformes con esto, los abuelos paternos promovieron juicio de amparo directo en el que se les concedió la 

protección de la justicia federal para efecto de que la Sala responsable estableciera un régimen de custodia compartida. 

Contra esta resolución, los abuelos maternos interpusieron recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que del concepto de 

responsabilidad parental en el contexto procesal se desprenden deberes específicos para las autoridades jurisdiccionales 

al momento de delimitar la litis. En específico, éstas deben distinguir claramente los puntos de la controversia que atañen 

exclusivamente a los intereses de las personas adultas de aquellos relativos a los derechos e intereses de las niñas, niños 

y adolescentes, a quienes en todo momento deberá reconocerse plenamente la calidad de partes en el juicio. Para ello, la 

autoridad jurisdiccional deberá implementar simultáneamente todos los mecanismos de protección especializados a su 

alcance. 

Justificación: El principio del interés superior de la niñez guía la interpretación y aplicación de la ley, lo que se traduce en 

la obligación de realizar un examen detallado sobre la necesidad y proporcionalidad de las medidas adoptadas por los 

órganos judiciales durante la sustanciación de un procedimiento donde se ve involucrada una persona menor de edad; 

por lo que, además de la figura de la suplencia de la queja, la cual debe aplicarse siempre que se diluciden los intereses 

de este grupo, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes prevé diversos mecanismos procesales para 

garantizar la protección de dicho principio constitucional. En ese sentido, las instituciones de participación procesal, la 

suplencia de la queja y la representación procesal deben ser interpretadas y aplicadas de manera conjunta y coherente, 

lo que asegura que los tribunales familiares mantengan un enfoque constante en las niñas, niños y adolescentes, 

considerándolos sujetos autónomos de derecho y protagonistas en los procedimientos que afectan sus intereses. Así, es 

crucial superar la visión tradicional que trata las disputas de custodia como parte de un conflicto entre los intereses de los 

padres, enfocándose en distinguir los aspectos puramente adultos de aquellos relacionados con la responsabilidad 

parental. Esta perspectiva se combina con la implementación de mecanismos procesales adecuados para asegurar el papel 

central de las niñas, niños y adolescentes en estos procedimientos y proteger sus derechos reconociendo su autonomía 

progresiva. Las autoridades jurisdiccionales deben adoptar una visión dinámica de la noción de "parte procesal", 

asegurando que las niñas, niños y adolescentes mantengan su papel central en los asuntos que los involucran y no se 

conviertan en meros objetos o fichas de negociación en los conflictos entre sus padres. En ninguna situación, la 
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responsabilidad parental debe subordinarse a los intereses de sus titulares, ya que esto representaría un retroceso en la 

concepción tradicional de patria potestad, negando el reconocimiento de las personas menores de edad como sujetos 

plenos de derechos y relegándolos a un papel secundario en juicios donde deberían ser protagonistas centrales. Para lo 

anterior, es obligación de las personas juzgadoras seguir los siguientes lineamientos en estos casos: a) Reconocimiento 

como partes autónomas, para ello se deben implementar todos los mecanismos procesales disponibles para garantizar la 

centralidad de las personas menores de edad, con una perspectiva de infancia; b) Separación de cuestiones, lo que significa 

que aunque puedan sustanciarse en el mismo procedimiento, el tribunal debe separar las controversias sobre 

responsabilidad parental de otras evitando que los intereses de las personas menores de edad se vean subsumidos en el 

conflicto entre los titulares de la responsabilidad parental; y c) Respeto al derecho de convivencia, que implica respetar el 

derecho de las personas menores de edad a convivir con sus progenitores reconociendo la presunción de idoneidad de 

los padres para el ejercicio de la responsabilidad parental, salvo que sea contrario a su interés superior. En casos de disputa 

sobre la custodia, la finalidad no es determinar "el mejor derecho", sino identificar quiénes son idóneos para el desempeño 

de la función considerando la modalidad óptima para el caso concreto. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 3113/2022. 9 de agosto de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 

de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 

Tesis de jurisprudencia 92/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro: 2028899 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: III.6o.C.7 C 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Civil   

 

PRUEBA PERICIAL EN INFORMÁTICA EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. REQUISITOS PARA SU EFICACIA CUANDO SE 

OFRECE PARA COMPROBAR QUE EL TITULAR DE UNA CUENTA SÍ REALIZÓ LA TRANSFERENCIA ELECTRÓNICA BANCARIA 

CUYA NULIDAD DEMANDA. 

 

Hechos: En un juicio oral mercantil se demandó la nulidad de varias transferencias electrónicas bancarias no reconocidas 

por el cuentahabiente. La institución de crédito demandada ofreció la prueba pericial en informática, a fin de demostrar 

que las operaciones se realizaron con la firma electrónica del usuario y evidenciar que las consintió. Ese medio de 

convicción fue valorado y desestimado en la sentencia definitiva, por carecer de explicaciones que desentrañaran el 

significado del proceso automatizado llevado a cabo por el equipo de cómputo, desde el inicio de sesión del uso de la 

banca electrónica y la validación de los componentes de la firma electrónica, hasta el traspaso del dinero. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que para la eficacia de la prueba pericial en informática en 

el juicio oral mercantil sobre el uso y validación de las claves, contraseñas, números de identificación y dispositivo virtual 

o físico en operaciones bancarias electrónicas, no basta con describir la serie de pasos que el cuentahabiente tuvo que 

seguir para el acceso al portal electrónico bancario y la disposición del dinero, sino que es necesario ilustrar cómo fueron 

ejecutados y la huella digital que originaron, lo cual también aplica, en su caso, para acreditar la fiabilidad del sistema. 

Justificación: Lo anterior, porque la prueba pericial tiende a dotar al operador jurídico de conocimientos científicos o 

técnicos en determinada ciencia, materia, arte o industria. Así, tratándose de la ofrecida en informática para comprobar 

que el titular de la cuenta sí realizó la transferencia cuya nulidad demanda, se requiere que en el dictamen se explique 

con claridad el proceso de autenticación del traslado del dinero, a través del análisis, interpretación o desciframiento de 

las expresiones informáticas generadas –logs, algoritmos, signos, evidencia criptográfica, etcétera–, que permitan conocer 

que inició la sesión mediante las claves o contraseñas respectivas; que éstas fueron cotejadas y resultaron concordantes 

con las recabadas y registradas previamente ante la institución de crédito; que participó determinado tipo de dispositivo; 

que fue aprobada la clave que éste generó y, por ello, resultó viable la transacción. 

Es así, porque los conocimientos especializados de los que se auxilia el juzgador para la apreciación de la probanza, deben 

permitir la comprensión de los datos que ese proceso automatizado arrojó y su relación con cada componente de la firma 

–número de usuario, imagen y frase predeterminada, número de identificación personal y dispositivo virtual o físico, en 

su caso–, a efecto de tener certeza de que sí fue empleada y es precisamente la atribuible al cuentahabiente; sin que sea 

suficiente deducir esa utilización del éxito de las operaciones, pues éstas pudieron ser perfectas, pero eso no hace que, 

necesariamente, contengan el consentimiento del interesado. En la inteligencia de que la demostración de esos hechos 

no significa evidenciarlo a través de los números, letras o caracteres de que está compuesta la firma electrónica, sino 
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acreditar que fue el titular de la cuenta quien la ingresó, pues se trata de información no accesible, ni entendible para 

quienes carecen de preparación en el área de la informática. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Amparo directo 100/2023. Jardín de Niños Santa Mónica, A.C. 29 de junio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús 

Antonio Sepúlveda Castro. Secretaria: Idania Guisel Solórzano Luna. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Registro: 2028900 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 89/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Civil, 

Constitucional 

  

 

PRUEBA TESTIMONIAL DE LA VÍCTIMA DE VIOLENCIA FAMILIAR. SU VALORACIÓN DEBE SER CONFORME A LA 

PERSPECTIVA DE GÉNERO. 

 

Hechos: Una mujer por su propio derecho y en representación de su hija menor de edad promovió un procedimiento 

especial sobre controversia de violencia familiar en contra de su expareja en el que solicitó medidas de protección, al 

alegar que eran víctimas de violencia en sus vertientes física, psicológica y patrimonial. En primera instancia se consideró 

que no estaba probada la violencia familiar y se decretó, como medida para restablecer la paz y el orden familiar, que las 

partes debían acudir a terapia psicológica y, como medida de restauración de las relaciones familiares, que la actora y el 

demandado acudieran a sesiones de justicia restaurativa familiar; determinación que fue confirmada en apelación. Contra 

la sentencia, la actora promovió juicio de amparo directo en el que adujo que la autoridad responsable no cumplió con su 

obligación de juzgar con perspectiva de género, el amparo se negó. Inconforme, interpuso revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que cuando una persona alegue 

que ha sido víctima de violencia familiar, por la naturaleza propia de los actos y su realización a vista de pocos, puede 

dificultarse su demostración con el solo testimonio de la víctima, por lo que las personas juzgadoras deben considerar esa 

realidad y valorar la prueba conforme a la perspectiva de género. 

Justificación: Si bien es cierto que juzgar con perspectiva de género no significa que deba resolverse siempre a favor de la 

posible víctima, también lo es que la persona juzgadora no puede dejar de observar la realidad a la que la mayoría de las 

víctimas de violencia familiar se enfrentan al momento de denunciar y acreditar dicha situación. Ello, tomando en 

consideración que los conflictos familiares suceden en el interior de las familias, esto es, en un ámbito privado y en la 

intimidad de la pareja. En ese sentido, a diferencia de otro tipo de conflictos en los que pueden ser apreciados 

públicamente y tienen acceso a múltiples medios de prueba, en el ámbito familiar dichos medios son limitados. Por lo 

que, en casos de violencia familiar, las personas juzgadoras deben, sin valorar el testimonio de la víctima como plena y 

única prueba, atender a lo dicho por la víctima sobre la violencia que aduce sufrió y, conforme a la perspectiva de género, 

además, ordenar recabar de oficio los medios probatorios suficientes que considere necesarios para visibilizar dicha 

situación. De igual manera, las personas juzgadoras deben evitar analizar y resolver este tipo de casos basándose en 

estereotipos de género, los cuales no sólo afectan la aplicación e interpretación de normas, sino también la credibilidad 

de declaraciones, argumentos y testimonios, deslegitimándolos y cuestionando su credibilidad. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 2622/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Tesis de jurisprudencia 89/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028901 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: II.2o.P.47 P 

(11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Común   

 

RATIFICACIÓN DE LA FIRMA DEL ESCRITO DE AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PENAL. CARECE DE 

VALIDEZ SI SE REALIZA POR EL APODERADO O REPRESENTANTE LEGAL DE LA PERSONA FÍSICA QUEJOSA. 

 

Hechos: En el juicio de amparo indirecto penal, promovido por persona física mayor de edad en pleno ejercicio de sus 

facultades y derechos, se requirió a la quejosa para que compareciera personalmente a las instalaciones del juzgado, a 

efecto de que expresara si ratificaba el contenido y firma del escrito por el que pretendió ampliar la demanda de amparo, 

apercibida que de no cumplir en el plazo otorgado, se tendría por no presentado; sin embargo, se exhibió un escrito 

signado por quien se ostentó como su apoderado legal, al que se adjuntó el poder notarial correspondiente, en el que 

expresó ratificar el escrito de ampliación de la demanda. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la ratificación de la firma del escrito de ampliación de 

la demanda de amparo indirecto penal, promovido por una persona física mayor de edad, carece de validez si se realiza 

por su apoderado o representante legal. 

Justificación: El reconocimiento o ratificación de una firma es un acto personalísimo y, por ende, sólo puede efectuarse 

por quien la estampó; por tanto, aun cuando la persona física mayor de edad, que es la quejosa, hubiere constituido 

apoderado para que la represente en el juicio de amparo, éste no tiene facultades para comparecer ante el órgano 

jurisdiccional para reconocer una firma que no asentó. 

La ratificación sólo podía realizarla la persona física mayor de edad que es la parte quejosa, no sólo porque así lo requirió 

expresamente el juzgado de amparo, sino porque la ratificación de contenido y firma de un documento lleva implícito, a 

su vez, el reconocimiento de la protesta de decir verdad que el peticionario expresó en el escrito por el que pretendió 

ampliar la demanda de amparo; por ende, esa ratificación sólo puede efectuarla la persona física que signó el documento, 

al haber sido ella y no su apoderado legal, quien la estampó de forma autógrafa. 

No se soslayan las repercusiones de carácter penal que de la suscripción del documento en cuestión podrían derivarse y, 

en ese entendido, sin ignorarse que la demanda de amparo puede ser promovida también por el representante de la 

persona quejosa, sería ilógico permitir a quien se ostenta como su apoderado legal que reconozca una firma que no 

plasmó. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 293/2023. 7 de marzo de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Gutiérrez Guadarrama. 

Secretario: Jesse Jiménez Ortiz.  



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028902 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 94/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Civil, 

Constitucional 

  

 

RESPONSABILIDAD PARENTAL. SU CONTENIDO Y ALCANCE. 

 

Hechos: Los abuelos paternos y maternos de unas personas menores de edad convinieron ejercer la custodia compartida 

sobre ellos tras la muerte de sus padres, no obstante, los abuelos maternos promovieron juicio solicitando la custodia 

exclusiva. En primera instancia, la persona Juzgadora familiar determinó conceder la custodia a ambas parejas de abuelos 

de forma compartida, pero, en apelación, la Sala revocó la sentencia concediendo la custodia exclusiva a los abuelos 

maternos. Inconformes con esto, los abuelos paternos promovieron juicio de amparo directo en el que se les concedió la 

protección de la justicia federal para efecto de que la Sala responsable estableciera un régimen de custodia compartida. 

Contra esta resolución, los abuelos maternos interpusieron recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la responsabilidad parental 

es una institución en beneficio de la niñez, por lo tanto, desempeña una función de interés social dentro de nuestro 

sistema jurídico y no debe leerse como un derecho subjetivo de los titulares. 

Justificación: La noción de "responsabilidad parental" es una institución que se distancia de la noción tradicional de 

"poder" o "potestad" de los padres sobre las niñas, niños y adolescentes. En ese sentido, la responsabilidad parental es la 

figura jurídica constituida en beneficio del bienestar de la niñez y su aplicación debe darse independientemente de la 

denominación específica prevista en las legislaciones locales. Por tanto, al cumplir con sus funciones, los progenitores no 

están ejerciendo un derecho en su favor con respecto a las personas menores de edad, sino que están desempeñando 

una función de interés social cuya titularidad les ha sido atribuida de manera preferente por el ordenamiento legal. Es por 

ello, que las relaciones entre padres e hijos deben ser analizadas, primordialmente, bajo el contexto de los derechos de 

las personas menores de edad, pues la esencia y finalidad fundamental de dichas relaciones radica en la protección, 

garantía y potenciación de los intereses de estos últimos. Cualquier "derecho" o "prerrogativa" que las madres y los padres 

(o cualquier tercero a quien se le haya concedido excepcionalmente esta función) puedan tener dentro del contexto de 

su ejercicio, no debe concebirse como un derecho oponible frente a sus hijas o hijos, sino como un privilegio o preferencia 

oponible frente a terceros o al Estado. Dicho privilegio debe estar delimitado de forma precisa y coherente por dos 

principios, los cuales representan la base de la interpretación y aplicación de cualquier disposición jurídica relacionada 

con los derechos de la infancia y adolescencia: 1) la primacía del interés superior de la niñez y 2) el reconocimiento de la 

autonomía progresiva de su voluntad. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 3113/2022. 9 de agosto de 2023. Cinco votos de la Ministra y los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 

de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario 

Pardo Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Tesis de jurisprudencia 94/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028903 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 105/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

RESTRICCIÓN PARA LA CONCESIÓN DEL BENEFICIO DE LIBERTAD ANTICIPADA A LOS SENTENCIADOS POR EL DELITO DE 

DELINCUENCIA ORGANIZADA. EL ARTÍCULO 141 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL NO TRANSGREDE LOS 

DERECHOS DE REINSERCIÓN SOCIAL, IGUALDAD Y DIGNIDAD HUMANA. 

 

Hechos: Una persona sentenciada por el delito de delincuencia organizada promovió amparo indirecto en el que reclamó 

la inconstitucionalidad del artículo 141 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, que establece que no gozarán de la libertad 

anticipada los sentenciados en materia de delincuencia organizada, al aseverar que vulnera los derechos a la reinserción 

social, a la igualdad y la dignidad humana. Contra la sentencia que negó el amparo, interpuso recurso de revisión, el cual 

se remitió a este Alto Tribunal. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 141 de la Ley 

Nacional de Ejecución Penal no viola los derechos a la reinserción social, a la igualdad y a la dignidad humana. 

Justificación: La restricción para la concesión del beneficio de libertad anticipada a las personas sentenciadas por el delito 

de delincuencia organizada no implica una violación a las medidas previstas en el artículo 18 de la Constitución Federal 

para lograr la reinserción social del sentenciado, pues otorgarla no es una obligación constitucional, sino que se trata de 

una facultad para el legislador ordinario quien, por razones de política criminal, consideró que no en todos los casos debían 

concederse dichos beneficios. Tampoco vulnera el derecho a la igualdad, ya que esa negativa no constituye una 

discriminación por exclusión que atente contra los derechos fundamentales, sino una distinción legislativa que se justifica 

razonablemente por la mayor relevancia de ese delito. Por último, se vulneraría el derecho a la dignidad humana, entre 

otros, cuando no se respetan las garantías constitucionales que rigen el proceso penal, pero la restricción para otorgar el 

beneficio de libertad anticipada no trasgrede el citado derecho, pues, acorde con el artículo 18 constitucional, el legislador 

puede configurar con libertad dentro de unos amplios márgenes. 

PRIMERA SALA. 

Amparo en revisión 464/2022. 10 de mayo de 2023. Mayoría de cuatro votos de la Ministra y de los Ministros Arturo 

Zaldívar Lelo de Larrea, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: 

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 

Tesis de jurisprudencia 105/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028904 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: 1a./J. 97/2024 

(11a.) 

 

Instancia: 

Primera Sala 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Penal, 

Constitucional 

  

 

SENTENCIAS CONDENATORIAS DE LOS ILÍCITOS EN LOS QUE PUEDEN IDENTIFICARSE SESGOS DE GÉNERO EN UN 

CONTEXTO DE VIOLENCIA CONTRA LA MUJER. SU ROL COMO PARTE DEL DERECHO A UNA RESPUESTA JUDICIAL 

EFECTIVA PARA LAS VÍCTIMAS DE LOS DELITOS. 

 

Hechos: Una persona fue condenada por el delito de homicidio cometido en agravio de una mujer, quien al momento de 

su muerte tenía diecinueve años y era estudiante. El Tribunal de Alzada modificó la sentencia sólo por la individualización 

de la pena, por lo que la madre de la víctima (víctima indirecta) promovió amparo directo en el que argumentó que ese 

órgano jurisdiccional no juzgó con perspectiva de género para poder reclasificar el delito a feminicidio. El Tribunal 

Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo porque no advirtió una situación de violencia o vulnerabilidad 

que, por cuestiones de género, ameritara un método destinado a remediar un efecto discriminatorio por razón del sexo 

al que pertenece la víctima. Contra esta resolución la quejosa interpuso el recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce que una sentencia condenatoria 

es, per se, una respuesta del Estado frente a un delito, por lo que debe reflejar su eficiencia al perseguirlos y sancionarlos, 

así como su capacidad de actuar ante el mismo y ante la víctima. La primera es una dimensión social, pues es la sociedad 

quien está interesada en que el Estado se encargue integralmente de los delitos, mientras que la segunda es una 

dimensión individual en la que se garantice a la víctima que el hecho no quedará impune y que será reparada como 

corresponda. De esa función dual, deriva la importancia de que los fallos condenatorios contengan una calificación jurídica 

adecuada y una pena proporcional al hecho denunciado; máxime en los casos en los que se identifiquen sesgos de género 

en un contexto general de violencia contra las mujeres. 

Justificación: Es necesario que en las sentencias condenatorias se establezcan con claridad y eficiencia la gravedad de la 

conducta típica y antijurídica frente al bien jurídico tutelado, su grado de afectación, la naturaleza dolosa o culposa de la 

conducta, los medios empleados, las circunstancias de tiempo, modo, lugar u ocasión del hecho, así como la forma de 

intervención de la persona sentenciada. También, deberá establecerse el grado de culpabilidad según las circunstancias y 

características del hecho, la posibilidad de evitar la conducta, los motivos que la impulsaron, así como los vínculos de 

parentesco, amistad o cualquier otro tipo de relación que se guarde con la víctima u ofendido, siempre que resulten 

relevantes para la individualización de la sanción. Ello, toda vez que el derecho de las víctimas u ofendidos a una tutela 

judicial efectiva no es el único de los derechos que alcanza su punto más álgido a través de una sentencia penal 

condenatoria, otra de sus manifestaciones se encuentra en la satisfacción del derecho a la verdad y, eventualmente, a la 

reparación del daño. Lo anterior, es relevante en los ilícitos en los que existen elementos que permiten identificar sesgos 

de género en un contexto general de violencia contra las mujeres, pues precisamente, una de las aristas para combatir 

este tipo de violencia es que los delitos no sólo se investiguen con perspectiva de género, sino también que se sancionen 

proporcional y congruentemente con el marco contextual en el que ocurren. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 1419/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 

derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge 

Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 

Tesis de jurisprudencia 97/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028905 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: PR.A.CN. J/81 A 

(11a.) 

 

Instancia: Plenos 

Regionales 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Común, 

Administrativa 

  

 

SUSPENSIÓN DE PLANO EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE, POR REGLA GENERAL, CUANDO SE 

RECLAMEN ACTOS DE ACOSO U HOSTIGAMIENTO ESCOLAR (BULLYING). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a consideraciones contrarias respecto de la 

procedencia de la suspensión de plano contra actos considerados como de acoso u hostigamiento escolar (bullying). 

Mientras que uno estimó que basta con que se reclamen esos actos para que proceda la suspensión de plano; el otro 

determinó que al reclamarse tales actos debe analizarse su gravedad para determinar si por sus consecuencias en la vida 

del menor de edad que los resiente se equiparan a los previstos en el artículo 126 de la Ley de Amparo para su procedencia. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de 

México, determina que, por regla general, no basta que se reclamen en el juicio de amparo indirecto actos de acoso u 

hostigamiento escolar (bullying) para estimar procedente la suspensión de plano, en virtud de que ésta sólo procede 

cuando los actos reclamados se equiparen a los supuestos establecidos en el artículo 126 de la Ley de Amparo. 

Justificación: Del análisis de los supuestos establecidos en la Ley de Amparo para la procedencia de la suspensión de plano 

en casos urgentes, en vinculación con los parámetros brindados por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación al resolver el amparo directo 35/2014, respecto del impacto que generan los actos de bullying escolar en la vida y 

desarrollo de un menor de edad, se estima que tales actos no pueden equipararse, por regla general, a los previstos en el 

artículo 126 de la Ley de Amparo. No obstante, cuando los elementos de los actos reclamados sean los mismos o análogos 

bajo parámetros de valoración racional y objetiva, para considerar que se asemejan a las hipótesis previstas en la norma 

citada, y su nivel de gravedad sea igual al que provocan los supuestos del mencionado precepto, procederá la suspensión 

de plano. 

PLENO REGIONAL EN MATERIA ADMINISTRATIVA DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE 

MÉXICO. 

Contradicción de criterios 217/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Décimo Sexto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 30 de 

noviembre de 2023. Mayoría de dos votos de la Magistrada Adriana Leticia Campuzano Gallegos y del Magistrado Gaspar 

Paulín Carmona. Disidente: Magistrada Rosa Elena González Tirado, quien formuló voto particular. Ponente: Magistrado 

Gaspar Paulín Carmona. Secretaria: Karen Aideé Álvarez Aguilar. 

Criterios contendientes: 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver la queja 

282/2023, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, 

al resolver la queja 243/2022. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028906 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Aislada  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: XVII.1o.P.A.30 

A (11a.) 

 

Instancia: 

Tribunales 

Colegiados de 

Circuito 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Común   

 

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA CONSTRUCCIÓN DE UN RELLENO SANITARIO, 

CUANDO SE ADVIERTA RIESGO DE DAÑO AL MEDIO AMBIENTE. 

 

Hechos: En amparo indirecto se solicitó la suspensión definitiva de la ejecución de las obras tendentes a la construcción 

de un sitio de disposición final de residuos sólidos urbanos (relleno sanitario), al considerar que viola el derecho humano 

a un medio ambiente sano. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que procede la suspensión definitiva en amparo indirecto 

contra la construcción de un sitio de disposición final de residuos sólidos urbanos (relleno sanitario), cuando se adviertan 

posibles daños al medio ambiente. 

Justificación: En los amparos que involucren el derecho humano al medio ambiente, al pronunciarse respecto de la 

suspensión, el juzgador debe realizar una valoración preliminar sobre la posible existencia del riesgo o daño, conforme a 

un criterio de razonabilidad regido principalmente por los principios de precaución e in dubio pro natura, que conllevan 

la toma de decisiones jurisdiccionales ante situaciones o actividades que puedan producir riesgos ambientales, aunque no 

se tenga certeza científica o técnica de ello. Por tanto, si con base en las pruebas ofrecidas y conforme a la apariencia del 

buen derecho se lleva a cabo, aunque precariamente, una valoración respecto de los posibles daños o perjuicios que 

pudieran ocasionarse de ejecutarse el acto reclamado y se advierte un posible riesgo de daño al medio ambiente, debe 

concederse la suspensión definitiva; máxime que el acatamiento de las normas relativas a las restricciones para la 

ubicación de un sitio de disposición final de residuos cumple un papel fundamental para la protección del medio ambiente 

y la salud humana pues, además de la importancia de los bienes jurídicos que busca tutelar, tiene una finalidad preventiva, 

en la medida en que al considerar que la referida construcción es una actividad riesgosa para el medio ambiente, se toman 

anticipadamente las medidas necesarias para evitar un daño ambiental. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

Incidente de suspensión (revisión) 1559/2023. Ayuntamiento del Municipio de Chihuahua. 22 de febrero de 2024. 

Unanimidad de votos. Ponente: José Martín Hernández Simental. Secretario: Arturo Pedroza Romero. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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SUSPENSIÓN EN AMPARO INDIRECTO CON EFECTOS RESTITUTORIOS. PROCEDE CONTRA ACTOS OMISIVOS. 

 

Hechos: En un juicio sucesorio testamentario se planteó la incompetencia por inhibitoria y se ordenó requerir a la 

autoridad considerada incompetente para que atendiera el trámite correspondiente. Contra la omisión de ésta se 

promovió el juicio de amparo indirecto. 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que procede la suspensión en amparo indirecto con efectos 

restitutorios contra actos omisivos. 

Justificación: De acuerdo con la tesis de jurisprudencia 2a./J. 22/2023 (11a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de rubro: "SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO CON EFECTOS RESTITUTORIOS. PARÁMETROS QUE 

DEBE TOMAR EN CUENTA EL JUZGADOR AL ANALIZAR LA POSIBILIDAD DE CONCEDERLA ANTE LA EVENTUALIDAD DE QUE, 

CON ELLO, SE DEJE SIN MATERIA EL JUICIO DE AMPARO EN LO PRINCIPAL.", procede la suspensión siempre que puedan 

retrotraerse sus efectos restitutorios provisionales en caso de no obtener sentencia favorable en el juicio de amparo 

indirecto. Tratándose de la omisión de respuesta o trámite al planteamiento de incompetencia por inhibitoria, procede la 

suspensión a fin de que cese esa abstención, ya que el eventual pronunciamiento o las actuaciones de ahí derivadas, en 

caso de existir resolución definitiva adversa en el procedimiento principal, quedarían insubsistentes con la orden 

respectiva y se retrotraerían las cosas al estado en que se encontraban antes de ejecutar la medida. 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 

Queja 532/2023. 27 de noviembre de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Sepúlveda Castro. Secretaria: 

Idania Guisel Solórzano Luna. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 22/2023 (11a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 

del viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 

Libro 26, Tomo V, junio de 2023, página 4497, con número de registro digital: 2026730. 

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 



 

 

Semanario Judicial de la Federación 

 

Registro: 2028908 

Undécima Época  Tipo de Tesis: Jurisprudencia  Publicación: Viernes 31 de 

mayo de 2024 10:36 horas 

 Tesis: PR.A.CN. J/82 A 

(11a.) 

 

Instancia: Plenos 

Regionales 

 Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación. 

 Materia(s): Común, 

Administrativa 

  

 

SUSPENSIÓN INCIDENTAL DE OFICIO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 127 DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE EN FAVOR DE LOS 

MENORES DE EDAD QUEJOSOS CUANDO SE RECLAMEN ACTOS DE ACOSO U HOSTIGAMIENTO ESCOLAR (BULLYING), 

QUE NO SE EQUIPAREN A LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 126 DE LA LEY DE LA MATERIA. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a consideraciones contrarias respecto de la 

procedencia de la suspensión de plano contra actos considerados como de acoso u hostigamiento escolar (bullying). 

Mientras que uno estimó que basta con que se reclamen esos actos para que proceda la suspensión de plano; el otro 

determinó que al reclamarse tales actos debe analizarse su gravedad para determinar si por sus consecuencias en la vida 

del menor de edad que los resiente se equiparan a los previstos en el artículo 126 de la Ley de Amparo para su procedencia. 

Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de 

México, determina que procede la suspensión incidental de oficio, prevista en el artículo 127 de la Ley de Amparo, 

tratándose de juicios de amparo en los que se señalen actos reclamados que encuadren en la clasificación de acoso u 

hostigamiento escolar (bullying), que no sean equiparables a alguna de las hipótesis del artículo 126 de la ley citada. 

Justificación: Del análisis conjunto de los supuestos establecidos en la Ley de Amparo para la procedencia de la suspensión, 

en vinculación con los parámetros brindados por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver 

el amparo directo 35/2014, respecto del impacto que generan los actos de bullying escolar en la vida y desarrollo de los 

menores de edad, ante la irreparabilidad que podrían resentir, estos casos deben ubicarse en la hipótesis del referido 

artículo 127, fracción II, lo que hace procedente la suspensión incidental de oficio. 

PLENO REGIONAL EN MATERIA ADMINISTRATIVA DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE 

MÉXICO. 

Contradicción de criterios 217/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Décimo Sexto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 30 de 

noviembre de 2023. Mayoría de dos votos de la Magistrada Adriana Leticia Campuzano Gallegos y del Magistrado Gaspar 

Paulín Carmona. Disidente: Magistrada Rosa Elena González Tirado, quien formuló voto particular. Ponente: Magistrado 

Gaspar Paulín Carmona. Secretaria: Karen Aideé Álvarez Aguilar. 

Criterios contendientes: 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver la queja 

282/2023, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, 

al resolver la queja 243/2022. 
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Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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VIOLENCIA DE GÉNERO O FAMILIAR. LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES PUEDEN SER VÍCTIMAS, AUN CUANDO NO SE 

EJERZA DIRECTAMENTE CONTRA ELLOS. 

 

Hechos: Una mujer por su propio derecho y en representación de su hija menor de edad promovió un procedimiento 

especial sobre controversia de violencia familiar en contra de su expareja en el que solicitó medidas de protección, al 

alegar que eran víctimas de violencia en sus vertientes física, psicológica y patrimonial. En primera instancia se consideró 

que no estaba probada la violencia familiar y se decretó, como medida para restablecer la paz y el orden familiar, que las 

partes debían acudir a terapia psicológica y, como medida de restauración de las relaciones familiares, que la actora y el 

demandado acudieran a sesiones de justicia restaurativa familiar; determinación que fue confirmada en apelación. Contra 

la sentencia, la actora promovió juicio de amparo directo en el que adujo que la autoridad responsable no cumplió con su 

obligación de juzgar con perspectiva de género, el amparo se negó. Inconforme, interpuso revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que los niños, niñas y adolescentes 

pueden ser víctimas de violencia de género o familiar, sin que sea necesario que se ejerza directamente en contra de ellos. 

Justificación: Las acciones de las personas adultas que conviven en un mismo núcleo familiar tienen una influencia 

primordial en el crecimiento de los infantes. De ahí que, cuando se ejerce violencia de género en el hogar, las personas 

menores de edad sufren afectaciones en sus propias visiones sobre el género y demuestran normalización de la violencia 

o, bien, una indefensión aprendida; afectaciones que además de perjudicarlas en su desarrollo, constituyen un elemento 

central en la perpetuación de la violencia de género como fenómeno social. 

PRIMERA SALA. 

Amparo directo en revisión 2622/2023. 6 de diciembre de 2023. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 

Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 

Rebolledo. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 

Tesis de jurisprudencia 90/2024 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veintidós 

de mayo de dos mil veinticuatro.  

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2024 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 

se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 03 de junio de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno 

del Acuerdo General Plenario 1/2021.

 


